Comisión de 
Legislación del Trabajo 
S/C 


Versión Taquigráfica N* 1673 de 
2018 


SITUACIÓN DEL FRIGORÍFICO SOMICAR DE SALTO 
INSTITUTO NACIONAL DE METEOROLOGÍA (INUMET) 


SITUACIÓN GENERADA EN ESTACIÓN DE COMBUSTIBLES 
"LA CATALUÑA", DE LA 
LOCALIDAD DE SANTA CLARA DE OLIMAR, 
DEPARTAMENTO DE TREINTA Y TRES 


IRREGULARIDADES EN LAS UNIDADES 21 Y 27 DEL 
INSTITUTO NACIONAL DE 
REHABILITACION (INR) DE ARTIGAS 


Denuncias de un señor Edil de ese departamento 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 4 de julio de 2018 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Luis Puig (Vicepresidente). 


MIEMBROS: Señores Representantes Gerardo Amarilla, Rubén Bacigalupe, José Gerardo Núñez 
y Daniel Placeres. 


ASISTE: Señora Representante María Manuela Mutti. 


INVITADOS: Por la Cámara de la Industria Frigorífica (CIF), Daniel V. Belerati, Presidente, y por 
Somicar SA (Frigosalto), Valentín Camejo, Gerente General, y doctor César 
Signorelli, asesor jurídico. 
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Doctor Marcelo Adrián Silva Gorgoroso, edil departamental de Artigas. 
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PROSECRETARIO: Señor José Pedro Fasanello. 


SEÑOR PRESIDENTE (Luis Puig).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a representantes de Frigosalto (Somicar SA) y de la 
Cámara de la Industria Frigorífica. Recibimos a los señores Daniel Belerati, presidente de la Cámara de la 
Industria Frigorífica; Valentín Camejo, gerente general de Frigosalto, y a César Signorelli, representante de 
Frigosalto. 


Ustedes tienen conocimiento, porque se les envió la versión taquigráfica, de la posición expresada por los 
trabajadores, por el Foica, PIT- CNT, sobre la situación en Somicar SA. 


SEÑOR SIGNORELLI (César).- Agradecemos la invitación y, sobre todo, la oportunidad de trasmitir, desde 
la perspectiva de la empresa, cuál es la realidad de la situación que se plantea. 


Primero quiero expresar que desde el punto de vista de la empresa la situación es diametralmente opuesta a 
la que se plantea y desarrolla en la Comisión por parte de la delegación de Foica y alguna otra opinión. En 
este sentido, no son ciertas las represiones sindicales denunciadas y anunciadas, ni la falta de voluntad de la 
empresa para dialogar. La empresa tiene un sistema de negociación colectiva permanente, con reuniones 
semanales con el sindicato, en las que van tratando y acordando los temas. De esa forma, se va trabajando. 


Con relación a las represiones sindicales, se denuncia una situación inicial de despido de trabajadores por 
razones sindicales. La primera de esas situaciones fue consecuencia de una denuncia de acoso sexual. La 
empresa investigó y concluyó indubitablemente que hubo una conducta de esa naturaleza y tomó las medidas 
en función de esas circunstancias, no por cuestiones sindicales de naturaleza alguna. 


En el año 2016 se dio una situación de fuerte hostilidad, una huelga, un paro de una extensión considerable 
y la toma de medidas como ocupación de la planta y demás. En esta oportunidad, el despido de trabajadores 
tuvo un tratamiento a nivel judicial. Los trabajadores plantearon el reintegro en aplicación de la Ley 
N* 17.940 y quedó plenamente probado en ese expediente que el despido se debió a que esos trabajadores 
hurtaron de un camión las guías de tránsito de la mercadería de la empresa; interceptaron el camión en la ruta 
y lo sacaron. Esto quedó más que probado, porque quedó todo filmado en la estación de servicio en la que se 
generaron estas situaciones. Se ocupó la planta, hubo intervención de diversos operadores políticos, 
prácticamente de todos los sectores. En el año 2016 el sindicato plantea, como reivindicación, que el 
frigorífico pase a manos de los trabajadores, y esto fue acompañado por alguna voluntad política. Es 
fundamental precisar que, en nuestra opinión, hay una confusión, y es considerar que el frigorífico es un bien 
de uso público. La planta del frigorífico, luego de muchísimos años de no tener actividades, fue concesionada 
a la empresa Somicar. Como establece la ley, el uso de la planta es de Somicar, y no hay un comodato, sino 
una concesión. La empresa tiene obligaciones a cambio del uso. Se han incluido en forma reiterada presuntos 
incumplimientos del contrato, pero la Intendencia nunca accionó en este sentido porque de ninguna manera 
los hay. También se ha planteado que en el marco de ese contrato la Intendencia tendría facultades para 
inspeccionar. De acuerdo con este contrato, la Intendencia tiene potestades para controlar el cumplimiento del 
contrato, lo que no guarda ninguna relación con el relacionamiento de la empresa con sus trabajadores. Sin 
perjuicio de ello, la empresa se ha mostrado abierta e, inclusive, más que generosa en la aportación de 
información y en permitir ingresar a la planta a que se hicieran todas las inspecciones pertinentes. Como 
ustedes saben, seguramente mejor que yo, al tratarse de un frigorífico la empresa cuenta con un permanente 
control del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, que nunca nos ha hecho ningún tipo de 
cuestionamiento ni observación. La empresa ha recibido innumerables -diría que en un número 
superlativamente mayor al de cualquier otra- inspecciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
frente a las denuncias del sindicato. La última, por ejemplo, estuvo relacionada al presunto pago fuera de 
fecha de los salarios. La empresa agregó toda la documentación y la inspección cuenta con la información de 
que se pagan los salarios en forma y fecha. 


Ahora se ha planteado otra situación en la que los trabajadores que fueron enviados al seguro de paro luego 
no fueron reintegrados como consecuencia de una reestructura empresarial en un sector de la empresa. Esto 
también fue sometido a opinión y decisión de la justicia, que determinó que no existía ninguna intención ni 
causa sindical para el no reintegro de estos trabajadores, sino que claramente obedecía a la reestructura de ese 
sector de la empresa. Con fecha inmediata posterior a esto, el entonces presidente del sindicato hizo 
declaraciones públicas en una radio local endilgando la comisión de delitos de libramiento de cheques sin 
fondos a los titulares de la empresa -que son quienes los firman- y atribuyendo a la empresa dificultades 
económicas no reales, instalando la duda frente a proveedores y demás, lo que motivara la decisión de 
despedirlo. Ese fue el motivo único y excluyente por el que se lo despidió. Esto no fue sometido a decisión 
judicial, y la empresa lo entiende laudado. Con posterioridad a este hecho, se han mantenido innumerables 
instancias de negociación, algunas de ellas bipartitas, con Foica, la mesa departamental del PIT- CNT, el 
plenario del PIT- CNT, delegados del PIT- CNT a nivel nacional, en las que se avanzó, entendemos nosotros, 
en mejorar el marco de la negociación colectiva. Si bien la Foica ha anunciado que no habrá de abandonar la 
lucha por el reintegro de este trabajador, no se han verificado otras instancias, con excepción del piquete en la 
planta de la empresa y la discusión entre trabajadores que pretendían ingresar a la planta a trabajar y aquellos 
que se lo impedían, situación que se resolvió en el marco de la discusión entre trabajadores, sin ninguna 
participación por parte de la empresa. 


Se formularon denuncias sobre persecución sindical y la empresa recibió una inspección del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social en la que se entrevistó a un porcentaje altísimo de trabajadores afiliados al 
sindicato, integrantes de la dirección del sindicato y no pertenecientes al sindicato, y el Ministerio concluyó 
que no se verificaba ninguna situación de persecución sindical y que el trato dispensado por la empresa a 
trabajadores afiliados y no afiliados, integrantes del sindicato o no, era exactamente el mismo. Básicamente 
esta es la situación en lo que tiene que ver con las relaciones laborales en Somicar. Claramente, la empresa 
tiene la percepción de que no logra avanzar en un sistema de un mínimo de paz laboral para seguir con su 
operativa normal. Esta es la situación. La empresa cuenta con toda la documentación. Esto ha tenido un trato 
institucional; en muchas oportunidades ha intervenido Dinatra. En relación a la situación del último 
trabajador despedido por sus declaraciones en la prensa, la empresa formuló posibles alternativas para 
solucionar el tema, que no prosperaron. Se participó a nivel de Consejo de Salarios y se analizaron algunas 
propuestas de la Foica, existiendo consenso en cuanto a que eran impracticables desde el punto de vista 
técnico. Por ese motivo, no se pudo avanzar en soluciones alternativas. La empresa ha comparecido en todas 
y cada una de las instancias a las que ha sido convocada por la Intendencia de Salto, sin perjuicio de lo que 
expresé antes, por la Dinatra, Consejos de Salarios, y en todas las oportunidades en las que ha sido requerida 
su intervención. 


SEÑOR CAMEJO (Valentín).- Soy directivo de Somicar. Redondeando lo que expresaba recién el doctor 
Signorelli, en cierta manera nos sentimos hostigados por un movimiento sindical que ni siquiera puedo decir 
que sea estrictamente de base. Desde hace varios años tenemos una relación semanal con el sindicato, y a 
veces de más de una vez por semana. Se han logrado mejoras muy importantes en el aspecto laboral y 
económico de los trabajadores, como por ejemplo un incentivo por productividad que es igual o mejor al de 
muchas plantas que tienen hoy todos los mercados del mundo. Nosotros no tenemos esos mercados, porque 
como bien sabrán hay un proceso que lleva su tiempo, inversiones e idoneidad, pero sin tenerlos, pagamos a 
nuestros trabajadores la misma prima por productividad, que lógicamente está muy por encima del laudo que 
marca la ley. 


Creo yo -es una opinión muy personal que puede ser no compartida- que hay una necesidad por parte de 
ciertos actores externos de focalizar muchas cosas en nuestra empresa y dejar pasar otras que están pasando 
en la industria, sobre las que nadie dice nada. Yo no voy a hablar mal de la industria, porque no me 
corresponde, pero noto que hay una necesidad de hostigarnos a nosotros por pensar que somos un bien 
público. Un bien público es una plaza, por lo que no entiendo cómo puede decirse algo como eso o decir que 
no cumplimos con el laudo o las condiciones del contrato de concesión. Quiero dejar bien claro que Somicar 
cumple desde el primer día con toda la reglamentación del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
INAC, Dinama, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, DGI, la Ursea, en lo que tiene que ver con la 
caldera, y todo lo que pueda venir. Se cumple con todo; hemos tenido más inspecciones que cualquiera, y 
siempre han dado resultados positivos. Con respecto al contrato de concesión sucede lo mismo. Hace ocho 
años fuimos a ese departamento. Había un frigorífico construido hacía treinta años, sin usar. Nosotros 
invertimos allí algo que nunca se había invertido, en términos económicos; estamos dando trabajo a 
doscientas cuarenta personas y vamos a aumentar ese número, porque estamos invirtiendo y trabajando para 


conseguir nuevos mercados, que son la vida misma para una industria frigorífica de exportación. Queremos 
seguir por ese camino, pero necesitamos poder trabajar en paz dentro de la ley y lo que marca el derecho 
laboral. Necesitamos que se haga justicia a la hora de reclamar cosas y que no se nos ponga en la hoguera 
cuando no es justo, porque la ley así lo ha marcado. En todos los juicios que hemos tenido por supuesta 
represión sindical la justicia laboral de este país nos ha dado la razón, en absolutamente todos, y cada vez que 
se denuncia sobre alguna situación de violación de contrato, sanidad, o lo que sea, también hemos tenido, 
como tenemos siempre, inspecciones que nos han dado la razón. 


Por último, quiero llamar a todos los que tengan algo para decir a tener un poco más de responsabilidad a la 
hora de hablar de una industria como la nuestra -no hablo particularmente por nosotros, que somos los más 
afectados-, porque yo he escuchado, inclusive a personas que han venido a las comisiones, hablar de 
problemas sanitarios o de cierta situación de la carne o de lo que sea en nuestro caso particular. Si alguien 
tiene una prueba, que por favor la presente, haga una denuncia pública y vaya a la justicia. Si no, por favor, 
que se abstenga de comentarios que puedan ser maliciosos y afectar no solamente a Somicar, sino también a 
la industria cárnica uruguaya, que es el segundo mayor motor exportador de Uruguay, país reconocido a nivel 
mundial como uno de los mejores -si no el mejor- en sanidad e inocuidad de la carne. Simplemente, quería 
pedir ese favor. 


SEÑOR BELERATI (Daniel).- Soy el presidente de la Cámara de la Industria Frigorífica y representante 
empresarial en el Consejo de Salarios, junto con la gremial Adifu. La Cámara de la Industria Frigorífica y 
Adifu son las dos gremiales más representativas, por lo que el Poder Ejecutivo nos nombró en ese carácter. 


Fuimos convocados a esta Comisión y lo agradecemos particularmente porque -lo debemos confesar- hemos 
estado omisos; nos hemos entrevistado con autoridades del Poder Ejecutivo con relación a temas vinculados 
con nuestra fuerza de trabajo, con nuestros trabajadores, con nuestro sindicato y no habíamos venido a este 
ámbito a ponerlos en conocimiento de estas situaciones. 


Para comenzar, voy a hacer una breve narración de nuestra intervención en el tema de Somicar. La Cámara 
de la Industria Frigorífica tiene diez socios, diez plantas frigoríficas que faenan, y Somicar es una de ellas. 
Entre sus obligaciones está que sus asociados cumplan con las normas, leyes y decretos, así como con los 
principios de la competencia leal y la observación del pago de todas las obligaciones con el Estado, 
Gobierno, Banco de Previsión Social, Dirección General Impositiva. Ese es el ámbito en el que la Cámara se 
mueve. En lo relativo al trabajo, representamos a los socios y a toda la industria en el Consejo de Salarios. 


Nuestra intervención en Somicar se restringió a dos hechos. El día 30 de abril el presidente de la Asociación 
de la Industria Frigorífica del Uruguay, doctor Marcelo Secco, y quien les habla tuvimos una entrevista con el 
señor ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor Ernesto Murro. Esa entrevista había sido solicitada por 
las dos gremiales ante la preocupación que venimos sufriendo y arrastrando ya hace un tiempo, dado que en 
el mes de mayo del año pasado celebramos un convenio colectivo de rama a nivel Consejo de Salarios por 
treinta y seis meses, en el período 1” de enero de 2017- 31 de diciembre de 2019; si bien la industria entiende 
que excedió lo razonable desde el punto de vista de las concesiones, esa desmesura en los aumentos de los 
salarios y de las condiciones y beneficios conlleva obtener la paz laboral por los tres años siguientes. 


Como se empezó a verificar en forma casi sistemática que la Foica en diferentes plantas empezaba a 
plantear y replantear temas vinculados con lo negociado en el Consejo de Salarios, fuimos a plantear a los 
Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Ganadería, Agricultura y Pesca nuestra preocupación para que 
intervinieran y que la Foica cesara en esos incumplimientos o violaciones del convenio. 


En el convenio firmado hay dos cláusulas: una de prevención de conflicto y otra denominada cláusula de 
paz, que determinan procesos para tomar medidas de fuerza. Estas dos cláusulas fueron violadas varias veces 
y después de plantearlo a nivel del Consejo de Salarios y de no obtener un resultado, decidimos plantear al 
Poder Ejecutivo la necesidad de su intervención. Es público y notorio que la Foica se ha escindido, que hay 
dos sindicatos, uno llamado Foica del Cerro y otro Foica de la Ciudad Vieja. Aparentemente, esas 
agrupaciones defienden a diferentes sindicatos, algunos de unas plantas y otros de otras, y daría la impresión 
de que también podría haber algún sindicato que no estuviera en ninguna de las dos Foica. 


Evidentemente, esa situación es bastante anormal para nuestro país porque hay una central sindical con una 
clara lógica de verticalidad, pero en este gremio se ha roto y esas diferencias internas están incidiendo contra 
el normal funcionamiento de la actividad laboral en la industria. 


La tranquilidad y la paz laboral en la industria frigorífica es trascendente desde dos puntos de vista. El 
primero de ellos por la clase de materia prima que se opera, que son animales vivos, lo que conlleva un 
control, un cuidado de los animales y un tratamiento humanitario de la faena y del animal en lo previo. 
Entonces, es fundamental que un programa, una actividad se lleve a cabo, porque no solo afecta la calidad del 
producto final, sino el bienestar animal que hoy es preocupación de toda la gente con sensibilidad. 


El otro aspecto está vinculado con las obligaciones exteriores, con las obligaciones que tienen la industria y 
el país. Por alguna razón la industria frigorífica uruguaya es de las mejor catalogadas en el mundo, siendo un 
país tan chico, y es pura y exclusivamente porque hacemos un verdadero culto del cumplimiento con el 
cliente. En un mundo competitivo como el actual, si uno no cuida al cliente lo pierde, porque lo que vende 
Uruguay, lo vende Australia, Nueva Zelanda, Argentina, Brasil, Paraguay y otra media docena de países. 
Entonces, cuando un frigorífico vende un contenedor, el cliente dice la fecha: "En el barco tal, que sale de 
Montevideo el viernes tal". El frigorífico que firma ese contrato no puede después llamar por teléfono al 
cliente -no debe; sí puede y lo hizo Argentina muchas veces- para decirle: "No puedo cargarte porque no 
conseguí ganado", "No puedo cargarte porque se me apagó la luz", "No puedo cargarte porque los 
trabajadores hicieron una huelga que no tenía prevista" o algo de eso, porque lo primero que dice el mundo 
que nos compra carne es: "Yo lo que no compro son excusas; yo compro un producto". Las excusas pueden 
ser muy valederas, muy lindas, todas bárbaras, pero ese señor ya no va a continuar teniéndonos confianza. 


La industria cárnica es la más vieja del país, empezó en el año 1876, y ha hecho un culto del cumplimento 
pero, lamentablemente, se nos da en forma sistemática el no cumplir con las cláusulas de paz y con la 
prevención de conflictos porque una de las Foica -o las dos, en algunos casos- abandona la línea de trabajo 
por diferentes temas. Aun en los casos que puedan ser importantes, no se puede dejar colgada media faena -la 
faena es un proceso como el de una línea montadora de autos, pero exactamente al revés, desmontadora de 
piezas-, no se puede tener en la mitad de la línea animales que ya no tienen el cuero, animales que tienen 
medio cuero sacado. Esto es peligrosísimo desde el punto de vista sanitario y un desastre en lo que tiene que 
ver con la calidad del producto. 


Sin embargo, uno se encuentra con que abandonan el puesto de trabajo y dicen: "Queremos que se nos 
revise el incentivo, la productividad o el destajo". A lo que agregamos: "Eso está firmado en el Consejo de 
Salarios; vamos a discutirlo otro día". A lo cual responden: "No; esto no da para más". Este tipo de cosas nos 
ha venido afectando mucho, sobre todo en el último par de años. 


Nosotros queremos que ustedes -que fueron sindicalistas muy capaces y de nota- intervengan como 
Comisión de Legislación del Trabajo. Generalmente, no hay ningún incendio que justifique violar el 
convenio; en estos dos o tres años nunca se han dado situaciones que justifiquen abandonar la línea, el puesto 
de trabajo. Es esperar al descanso, ir a la oficina de personal, presentarse y decir: "Queremos discutir con la 
empresa tal cosa que pasó, tal cosa que queremos, tal cosa que entendemos que es injusta". Se establece un 
día en el correr de la semana para juntarnos, se prepara la reunión, se discute, se dialoga; si no se llega a un 
acuerdo, vamos al Ministerio, aplicamos la cláusula, hasta que uno dice; "Señores, esto no da para más; 
vamos a tomar medidas a partir de las próximas cuarenta y ocho horas". Bueno, no nos pudimos entender, 
lamentablemente se llegó a un conflicto, se toman las medidas, no se tiene ganado en los corrales, no se tiene 
carne en las cámaras enfriando, madurando y se encamina el conflicto hasta que se encuentra la solución, 
como siempre ha pasado. 


El hecho de invertir el proceso y provocar esas interrupciones en la producción nos está desgastando, 
deteriorando en nuestros costos y en nuestra imagen, y entendemos que es muy buena cosa que la Comisión 
de Legislación del Trabajo de la Cámara de Diputados lo sepa. Ansiamos que este tema se pueda solucionar, 
esperamos que ese conflicto que mantienen las dos Foica no se vea reflejado en las plantas. 


Puntualmente, con relación a Somicar, en la reunión del 30 de abril planteamos al ministro Murro todo esto 
que acabamos de decir y nos preguntó sobre el conflicto de Somicar. Nosotros pedimos para hablar con su 
presidente, quien nos explicó que entendían que el operario había incurrido en notoria inconducta y que él me 
permitía decirle al ministro -además, me lo sugirió- que si el juez en primera instancia determinaba que este 
operario había sido despedido por razones sindicales, él no recurriría la decisión y a los cinco minutos lo 
pondría a trabajar; que el despido no había sido por razones sindicales, que no estaba en su ánimo ni en su 
espíritu nada de eso. 


Ese día 30 de abril nosotros trasmitimos esto al ministro y al director Nacional de Trabajo, señor Mesa, y 
ese día a las seis menos cuarto nos llegó un mail de la Foica del Cerro diciendo que el día 2 de mayo se 
decretaba un paro en toda la industria por el despido en Somicar. 


Como comprenderán, el día 1% de mayo hay mucha sensibilidad porque todos tenemos derecho a no trabajar, 
todos tenemos derecho a festejar, y el 30 de abril a las seis menos cuarto de la tarde no da espacio ni margen 
para parar los camiones que están cargando el ganado, no da espacio ni margen para notificar al Ministerio 
que no mande a sus funcionarios. En otras palabras, una medida intempestiva fuera de lo previsto en el 
convenio y violatoria del propio convenio. Ese fue nuestro primer acercamiento al conflicto de Somicar. 


El segundo acercamiento fue una convocatoria hecha por la Dinatra al Consejo de Salarios, donde el 
suscrito participó de esa reunión, no en carácter de presidente de la Cámara sino en carácter de representante 
empresarial en el Consejo de Salarios nombrado por el decreto del Poder Ejecutivo. 


Hago esta salvedad porque la propuesta que se hizo de parte del empresariado para salir del conflicto -que 
no fue aceptada por la Foica- fue en el ámbito no de la Cámara sino del Consejo de Salarios. Allí propusimos, 
en un intermedio y con especial consentimiento de la empresa representada, que la empresa, a efectos de 
superar el conflicto en ese momento estaba dispuesta a modificar la notoria inconducta por un despido por 
razones de servicio otorgándole la indemnización legal y el seguro de paro correspondiente, lo que de alguna 
manera era un paso intermedio para solucionar el problema. La Foica no quiso aceptar esa propuesta y nos 
quedamos absolutamente desconcertados, porque a esa altura ya habían transcurrido más de veinticinco días 
del conflicto. En el consejo de salario anterior dijimos que por favor recurrieran al artículo 1” de la Ley 
N* 17.940, que otorga el derecho de interponer el recurso de amparo, y que la empresa ya se había 
comprometido a que si recurrían -es el marco jurídico que ustedes implantaron correctamente, además eso no 
lo puede hacer el trabajador solo, tiene que hacerlo con el sindicato- a tomarlo -como se lo dijimos al 
ministro Murro- sin recurrir, sin tener que ir a la instancia posterior. No estaba en el ánimo de la empresa 
hacer persecución sindical, y si la Justicia de nuestro país dice que se trata de persecución sindical, así es. 


Sin embargo, la Foica no utilizó ese recurso lo que nos lleva a no descubrir lo que hay atrás; hay un velo. 
Cuando alguien tiene una ley que lo protege, una ley que defiende la sindicalización, los derechos sindicales, 
todo lo que ustedes saben defiende esa ley y la Foica no recurre, queda un signo de interrogación. El porqué 
no quedó claro, nunca quedará claro, y ahora ya es tarde. 


En síntesis, esa fue la intervención de la Cámara de Industria Frigorífica. Está de más decir que la Cámara 
cumple absolutamente con todo lo que tiene que ver con la relación laboral y sindical. La Cámara no tiene 
actitudes antisindicales, porque nuestro personal está formado por dos funcionarias -tal vez estén 
sindicalizadas; no lo sabemos- y no hacemos ningún tipo de actividad antisindical. 


Es cuanto tenemos para decir. 


Agradezco mucho esta oportunidad. Les ruego que tomen alguna intervención ante la falta de paz laboral en 
la industria frigorífica. 


SEÑOR NÚÑEZ (Gerardo).- Agradecemos la presencia de la delegación que nos visita. Es importante que 
aceptaran la invitación de la Comisión, teniendo en cuenta que esa no ha sido siempre la actitud de otras 
empresas vinculadas a la industria que frente a problemas similares, siendo invitados o inclusive 
concurriendo esta Comisión en pleno a conversar con distintas empresas, no siempre los espacios de diálogo 
fueron fructíferos, no porque se fracasara en la intermediación, sino porque no fueron posibles de llevar 
adelante. 


Escuché atentamente varias de las cosas planteadas. Obviamente, hay muchas cosas para agregar o 
polemizar en buenos términos, pero prefiero un camino distinto: no discutir sobre lo que pasó, se dijo o no se 
dijo, sino apostando precisamente a lo que ustedes plantearon en varias oportunidades, es decir, la necesidad 
de encontrar caminos de acuerdo y de diálogo para que la paz sindical, como ustedes denominan, sea 
efectiva. Interpretando lo que desde mi punto de vista implican los acuerdos de buen relacionamiento laboral 
entre empresarios y trabajadores, obviamente no implica la renuncia a la reivindicación de determinados 
problemas que vayan surgiendo. Eso está claro. 


En el ánimo que tiene la Comisión de encontrar acuerdos, intentó trasladarse a Salto y, como no lo pudimos 
hacer en pleno, algunos legisladores fuimos a Salto, y conversé con los trabajadores de Somicar y con el 
intendente Lima; además nos reunimos con la señora diputada Mutti. 


Quiero hacer algunas precisiones que me parecen abonan en el sentido de buscar un camino de 
entendimiento. 


En primer lugar, más allá de alguna declaración por parte de algún integrante del sindicato o de los 
trabajadores respecto al uso del frigorífico y en manos de quién quedaría, la delegación no lo planteó cuando 
vino a la Comisión, ese aspecto no estuvo encima de la mesa. Tampoco se planteó en el plenario de la Foica 
del que participé escuchando. Esta es una cuestión central importante. Entonces, el pedido que le hicimos a la 
Intendencia de Salto no es que se imponga a la empresa, sino que como esta empresa se desempeña en un 
ámbito que es público -en función de todas las situaciones que ustedes plantearon-, que usa, utiliza este 
espacio, era importante que interviniera con el objetivo de encontrar una salida a una situación que desde 
nuestro punto de vista es compleja, dificultosa y que genera demasiado ruido no solamente en este frigorífico, 
sino también en la industria. Y fruto de esta situación, se generaron paros nacionales; seguramente debido a 
esta situación, habrá más movilizaciones a nivel nacional porque los trabajadores entienden que el despido 
del presidente del sindicato de Somicar claramente es por represión sindical. 


Recién señalaron que el motivo del despido fue por declaraciones del presidente del sindicato ante la prensa. 
Mucho podríamos fundamentar al respecto; entiendo que hay una extralimitación de la empresa en torno a 
juzgar una declaración de un trabajador que tiene que ver con su opinión y, desde mi punto de vista, inclusive 
va más allá de la libertad sindical, porque tiene que ver con la libertad de expresión y de opinión. 


Esto podría haberse resuelto con una conversación, dialogando. Por eso, es difícil que los trabajadores 
entiendan que no se trate de represión sindical. 


No voy a cuestionar lo que ustedes señalan respecto a que la medida no fue por represión sindical; 
supongamos que no fue por represión sindical y que estamos ante malos entendidos. Entonces, es necesario 
agotar todas las instancias de diálogo para que este problema se resuelva. 


Entiendo que las propuestas planteadas por la parte empresarial son insuficientes. El camino que habría que 
transitar es el de reintegrar al trabajador, buscando precisamente lo que ustedes señalaron y con lo que todos 
estamos de acuerdo: nadie quiere el conflicto permanente, el hostigamiento, palabras por ustedes utilizadas. 
Ningún trabajador desea esta situación por lo dificultoso que es. Ningún trabajador quiere estar en la calle, 
perdiendo horas de trabajo; ningún trabajador quiere perder horas para estar con su familia, para recrearse, 
etcétera. Pero cuando estas condiciones se generan, eso implica que los trabajadores se organicen, peleen por 
sus derechos y revindiquen. 


En función del planteo general que hizo el señor Belerati respecto a que la Comisión intervenga ... 
SEÑOR BELERATI (Daniel).- ¿Me permite una interrupción? 


El planteo que hicimos en el Ministerio y en este ámbito no está vinculado directamente con Somicar. Ni 
siquiera había comenzado el conflicto cuando en octubre enviamos la carta al ministro Murro sobre la 
situación en general. No estamos hablando de Somicar. En ningún caso, la Cámara de la Industria Frigorífica 
puede hablar de un caso individual; no puede participar en los conflictos individuales. Lo que sí puede hacer 
como representante en el consejo de salarios y en el ámbito de los consejos de salarios es actuar de acuerdo a 
lo que prevé la Ley N* 10.449 respecto a que el consejo de salario busque mediar ofreciendo posibles 
alternativas para la solución del conflicto. 


El problema general que planteé no está vinculado con Somicar. Les puedo hacer la lista de las plantas que 
sufrieron este tipo de conflictos y paros generales intempestivos. 


Quería dejar constancia de que no estaba hablando especialmente de Somicar. 
SEÑOR NÚÑEZ (Gerardo).- Creo haber entendido el planteo que usted hizo y, precisamente, me refiero a la 


voluntad que existe respecto a que esta Comisión puede intervenir en los planteos generales. Obviamente, en 
el ánimo que tiene esta Comisión de ayudar, es importante que generemos un espacio de diálogo sobre esta 


situación porque hace a la generalidad de la industria, al clima de trabajo en todos los niveles. Si la voluntad 
de la empresa, como planteó en varias oportunidades en este ámbito, es trabajar en paz -sin hostigamiento 
como ustedes llaman; para mí, medidas de lucha, de reivindicación- para aplicar el escenario que transite 
caminos de diálogos, de acuerdo, focalizándose en aquellos aspectos que hay que focalizarse, sería 
importante generar un espacio de diálogo sin sustituir ninguno de los espacios institucionales que existen. La 
vocación de esta Comisión, más allá de las opiniones que tengamos sus integrantes desde el punto de vista 
personal y político sobre la situación, es encontrar alternativas, soluciones. De otra forma, lo que se va a 
desarrollar es precisamente lo contrario a lo que la empresa y la Cámara reflejaron hoy. 


Por otra parte, conocemos la situación general de la industria, sabemos de las dificultades que existen; nos 
preocupa el envío de trabajadores al seguro de paro en muchas otras empresas. Nos preocupa la situación de 
la industria en muchos niveles, por ejemplo, en la faena que tiene serias dificultades. Podemos trabajar 
juntos. Pero todos los actores tenemos que dar señales de que hay voluntad para encontrar una salida con 
diálogo y con razonabilidad. 


Saludo las propuestas hechas por la empresa, pero como dije creo que son insuficientes, no alcanza con un 
cambio de rótulo o con la propuesta que trasmitía la Cámara respecto a que si la sentencia judicial lo 
establecía, se reintegraba al trabajador. Eso implica un proceso judicial muy largo y mientras tanto el 
trabajador sigue sin trabajo. 


Tendríamos que transitar ese camino; insisto en esa lógica. ¡Ojalá podamos consolidarlo! Quiero dejar claro 
que las intervenciones -tanto en mi caso como de otras personas también- vertidas en este plano fueron con el 
ánimo precisamente de encontrar una salida. 


No quiero ser portavoz de nadie, pero lo que precisamente manifestó el intendente de Salto cuando nos 
reunimos -quiero trasmitir lo que se planteó- fue que el ánimo de la Intendencia no era intimidar a la 
empresa, colocarla en el banquillo de los acusados, sino construir la voluntad que creo todos tenemos de 
llegar a una salida, un diálogo. En ese plano, en esa lógica desarrollamos esas conversaciones en aquella 
oportunidad en Salto. 


SEÑORA MUTTI (Manuela).- Soy diputada por Salto, así que voy a hablar como integrante del 
departamento y de un gobierno departamental frenteamplista. 


Como historia tienen las cosas, venimos de varios conflictos en Somicar. Entre algunos, hace un año se 
denunciaba -la Comisión de Legislación del Trabajo fue; los señores diputados Placeres y Puig estuvieron en 
aquella instancia en el departamento- el despido de toda la dirección sindical. Hace un año, este sindicato 
también con represión laboral despidió a toda la dirección sindical. Entonces, comenzó un conflicto muy 
duro, inclusive hubo errores de la Foica en cuanto a las medidas que se tomaron; lo compartimos. Se termina 
en un conflicto muy complejo cuya salida y recomposición fueron difíciles, y que dejó como saldo un 
incumplimiento de la empresa respecto al acuerdo con el uso del frigorífico. El uso del frigorífico fue 
otorgado por la Intendencia para dar empleo a los salteños; sin embargo, una de las medidas que 
constantemente tomó la empresa es traer gente de otros lugares. 


Por otro lado, las reglas no claras a la hora del trabajo terminan generando muchísimas dudas a los 
trabajadores. Asistimos al plenario de la Foica, y una de las cuestiones es que los trabajadores no saben si al 
otro día trabajarán; si serán convocados o no; cuáles son sus horarios de trabajo. Hay problemas en cuanto a 
respetar algunas cuestiones relativas a los derechos de los trabajadores a la hora de establecer las reglas de 
juego, de trabajar. 


Estas denuncias fueron presentadas por los trabajadores que desataron parte del conflicto, y finalmente 
terminamos con declaraciones formuladas por el presidente del sindicato en un medio de prensa que por su 
opinión termina siendo despedido por inconducta, cuando incluso esa entrevista se dio en el marco del uso de 
su rol de presidente del sindicato. Él hizo declaraciones como presidente del sindicato fuera de su actividad 
laboral, de su espacio de trabajo, una opinión libre, y fue reprimido con esta actitud por parte de la empresa 
quedando automáticamente desempleado. 


Venimos con un montón de historias en el marco de las relaciones laborales que complejizan bastante el 
vínculo y el diálogo, inclusive con el gobierno municipal, porque hay incumplimientos que tienen que ver 


con algunos acuerdos que se establecieron con la población salteña cuando se hizo el comodato por otra parte 
bastante extenso. 


Ese es uno de los temas centrales. En la línea del planteo del señor diputado Núñez, a partir de ahora hay 
que ver cómo comenzamos a recomponer algunas relaciones. Sin duda, ninguna industria puede funcionar en 
un constante conflicto, pero también tenemos que entender que existe la contraparte, los derechos laborales 
que aspiramos se cumplan y se lleven adelante. 


En el plenario de la Foica recibimos denuncias de los trabajadores que tenían que ver con todos los que se 
afiliaban, con la represión hacia al trabajador que cuando se afiliaba al sindicato al otro día no era convocado 
a trabajar, pasando automáticamente a que se lo convocara menos. Tenemos que evitar que esas cosas 
sucedan porque estas cuestiones las puedo entender como una forma de represión sindical. 


Por otra parte, se comenta que una persona que es como administrador y capataz dice: "No se te convoca a 
trabajar porque te afiliaste". Creo que tenemos que erradicar esas cosas porque también suman al clima 
laboral, a la problemática, y hacen sentir que el trabajador está desprotegido en determinados ámbitos 
laborales. Tenemos que buscar la solución. Despedir a un trabajador porque en el uso de libertades sindicales 
se expresa trasmitiendo algo que le fue trasmitido en una negociación colectiva, a buen entendedor es una 
forma de represión. Nos gustaría comenzar a transitar otro tipo de clima en nuestro departamento; tenemos 
que darnos la oportunidad de recomponerlo. Tenemos un alto nivel de desempleo en el departamento y no 
podemos darnos este tipo de lujos. Esto tiene que ver con el trabajo de la gente, es importante, está en el tono 
de todos nosotros y espero que también esté en el de los empleadores empezar a tener un vínculo distinto. En 
nuestro departamento hay frigoríficos que tienen un vínculo muy bueno con el sindicato. Los trabajadores del 
frigorífico La Caballada han venido a plantearnos cómo pueden aumentar la capacidad productiva; han ido a 
conversar con Dinama para ver qué posibilidades tenían para mejorar la exportación, su trabajo, para hacer 
cursos de capacitación en higiene. Esta actitud no es la que ha tomado la Foica en forma unánime en el 
departamento, sino que tiene que ver con situaciones puntuales que se dan siempre en el mismo lugar. 


SEÑOR SIGNORELLI (César).- La empresa reitera el mejor de los ánimos para mejorar el clima de 
relacionamiento. En esto hay una máxima, y tiene que ver con que quienes negocian, difícilmente encuentren 
puntos de conexión entre las partes cuando toman partido y dan por sentado situaciones de una de las partes. 
Esa es la regla inalterable e inviolable: ningún mediador puede estar comprometido ni consustanciado con el 
interés ni la opinión de ninguna de las partes. 


Voy a tratar de rebatir varias cuestiones. 


Cuatro trabajadores del frigorífico La Caballada fueron despedidos porque fueron a trabajar a Somicar, a 
hacer tareas de aprendizaje con nuestros trabajadores. El sindicato del frigorífico La Caballada nunca tomó 
una medida con estos trabajadores, afiliados al sindicato. Tal vez ese sea el clima de trabajo en La Caballada 
y sea soportado, asumido y entendido como un clima sano de trabajo. De manera que Somicar no toma como 
ejemplo el sistema de relaciones laborales de La Caballada, y tampoco nos corresponde hablar, salvo de los 
trabajadores que trabajaron en Somicar. 


La reivindicación inicial de los trabajadores de que el frigorífico era público y debía pasar a sus manos fue 
exhibida públicamente a través de las redes sociales, la prensa, etcétera. Ariel Jacques, en una de las últimas 
reuniones, nos comentó que era una idea abandonada, pero una idea que se abandonó, existió previamente. 
Hoy la reivindicación cambió, pero estuvo muy presente. Fue reiterada una y otra vez, y hay pruebas de eso. 


Con relación a la participación de la Intendencia, que se mencionó, yo no he visto -y no existe- una sola 
prueba de que Somicar incumpla con ninguna cláusula del contrato de concesión que tiene con la 
Intendencia. De hecho, expresamente, en audiencia celebrada el día 4 de noviembre de 2016, en la que 
participó el secretario de la Intendencia asistido por un abogado, también de la Intendencia, se dejó expresa 
constancia de que, cedida la palabra al representante de la Intendencia, este manifestó que, no obstante la 
propuesta de facilitar el relacionamiento entre empresa y sindicato, debían dejar constancia de que, de 
acuerdo a la cláusula octava del contrato de concesión celebrado entre la Intendencia de Salto y Somicar, la 
Intendencia no tenía injerencia ni responsabilidad sobre el personal de la concesionaria. De modo que a la 
Intendencia le consta perfectamente que no existe ninguna injerencia, más allá de que su participación no es 
resistida de ninguna manera por la empresa, que ha ido a cada convocatoria que se le ha realizado, inclusive 


alguna de ellas con diez minutos de anticipación. No tenemos ningún problema; nos seguiremos reuniendo en 
todas aquellas oportunidades en las que la empresa sea citada. 


Los motivos de los despidos ya los expliqué con anterioridad a que llegara la señora diputada. No sé si es 
necesario que los reitere, pero tienen un origen muy diferente a la persecución sindical. Todas estas 
cuestiones fueron debatidas y probadas ampliamente a nivel de la justicia. La empresa obtuvo una respuesta 
de la justicia en aplicación de la Ley N* 17.940, que no es solamente de reintegro, sino de fuero sindical. Esta 
ley se condice con la propuesta que formulara la delegación empresarial en el Consejo de Salarios acerca de 
que, si la justicia decidía que había persecución sindical, la empresa no iba a apelar el fallo. Este juicio no 
demora meses, sino tres días, porque se remite al proceso de la acción de amparo. Quiere decir que la 
empresa estaba dando una solución inmediata. En dos días, la justicia decía que había persecución sindical, y 
entonces se producía el reintegro del trabajador. No era una solución dilatorio, sino todo lo contrario. 


Se habla del presunto incumplimiento del contrato de concesión en cuanto a que la empresa debe tomar 
personal de Salto, y no hay ninguna cláusula que así lo diga. No sé de dónde se extrae esa información, pero 
no es correcta. De todos modos, con excepción de los titulares de la empresa, el resto son todos oriundos de 
Salto. Puede haber algún trabajador no oriundo de Salto -no lo sabemos- que viva en Salto y esté radicado 
allí; tal vez algún sanducero, pero todos son de Salto. En aquellas escasas oportunidades en que hubo una 
demanda puntual de trabajo, se convocó a plantillas tercerizadas que no eran de Salto, porque el personal con 
destreza para este trabajo no es superabundante en este departamento, pero esa fue la única situación, para 
trabajos puntuales. Reitero: la empresa no tiene ningún condicionamiento contractual ni legal, porque 
perfectamente puede acudir al mecanismo de la subcontratación o de cualquiera de las figuras de las leyes de 
tercerización y tomar personal. 


Se menciona que el trabajador no sabe cuándo se lo toma o no. Hay discontinuidad laboral en todo el sector, 
hay discontinuidad laboral en el citrus, y la hay en muchos sectores. La empresa convoca a demanda. 


El hecho de que los trabajadores que están afiliados o integran el sindicato reciben un trato diferente para 
ser convocados a trabajar o no fue denunciado expresamente por el sindicato. Hubo una inspección del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, obviamente sin noticias para la empresa, en la que se interrogó al 
personal y la resolución de la Inspección General del Trabajo, que tiene un mes de dictada, dice que no lo 
hay. Esa no fue una respuesta de la empresa, sino producto de las respuestas de los trabajadores 
sindicalizados y no sindicalizados. El Estado, a través de la Inspección General del Trabajo, controló este 
extremo, lo corroboró fehacientemente y dictó una resolución -cosa poco común- que informa que no existe 
ninguna situación de trato discriminatorio, ni mucho menos, en la convocatoria a trabajar. 


Creo que las aspiraciones de la señora diputada en cuanto a los derechos laborales en la empresa están 
plenamente cumplidas. Podrá haber diferencias, y se las podrá discutir. Tenemos alguna diferencia con el 
sindicato en cuanto a cómo se interpreta el pago de la licencia sindical, pero es una diferencia. La empresa 
suglere expresamente someter a Consejo de Salarios la interpretación de la cláusula -ambigua, por cierto, 
como suelen ser las cláusulas de los convenios colectivos- para que nos diga si la productividad integra el 
pago de la licencia sindical o no. Nosotros entendemos que no porque es por horas y no por productividad, y 
la productividad se puede calcular únicamente si se trabaja, pero si el Consejo de Salarios entiende que hay 
que pagar esa diferencia, no va a haber ningún problema, y la empresa lo va a pagar. Quiero aclarar que el 
nivel de relacionamiento y de diálogo que mantenemos usualmente con Jacques no es el mismo que 
mantenemos cuando hay operadores locales interviniendo. El diálogo es diferente; no sé por qué se 
complejiza, y no sé cuál es el factor que agrega la complejidad que la propia Foica y Jacques reconocen. 
Muchas veces, nos pide para reunirnos solos en el estudio, mano a mano, para conversar más francamente. 
Hay un nivel de relacionamiento importante. Ya mencioné, y también lo hizo Camejo, que semanalmente se 
reúnen delegados del sindicato con la empresa, con personal de recursos humanos y que, cuando es necesaria 
una opinión técnica, intervienen técnicos de la empresa. 


Voy a ser lo más claro posible con respecto al despido del expresidente del sindicato de la empresa. La 
libertad de expresión, como todo derecho, tiene límites, y esta persona los superó. Se superan esos límites 
cuando se causa un daño que la ley entiende que para la víctima no es pertinente soportar. Esta es la hipótesis 
más clara que he visto en mi vida profesional. El trabajador no dijo que se le dio esta información en la 
negociación colectiva -tal vez les trasmitieron esa opinión a ustedes- ; está la grabación, y dijo que se la 
dieron los productores. El presidente del sindicato de la empresa dijo, para que lo escucharan todos, que los 


productores les dijeron que les estaban rebotando los cheques, y que la empresa hace meses que no les paga 
el sueldo. No es cierto que no se pagaran los sueldos ni tampoco que haya rebotado un solo cheque. Si eso 
sucediera, quienes libraron los cheques estarían hoy frente a la justicia penal. En ningún momento se manejó 
esa información; la actitud de este trabajador que lideraba la negociación colectiva en ese momento nos ha 
dejado un poco perplejos; fue algo extemporáneo y consecuencia no sabemos muy bien de qué. La empresa 
entiende que ese límite ha sido vulnerado, y no solamente la empresa; otras partes que han intervenido 
entienden que este trabajador se extralimitó, pero parece que no es conveniente decirlo o que no pueden 
admitirlo. Yo sometería el audio a la escucha de cualquier técnico y de ustedes. Entendemos que atribuir la 
comisión de un delito y endilgar problemas económicos a una empresa que no los tiene, pero que tampoco 
cuenta con una gran espalda para soportar eventuales problemas financieros o descreimientos que esto le 
pueda generar, es una irresponsabilidad. También es una irresponsabilidad, y no solo con Somicar, sino con 
todo el sector y el país, poner en tela de juicio la sanidad de la carne, cuando hay un servicio permanente del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca adentro de la planta. Eso sería decir que el Ministerio estaría 
asociado a las irregularidades de la empresa. Esta medida la hubiera tomado la empresa con cualquier 
trabajador, no solamente con el presidente del sindicato. Entendemos que dispensar un trato diferente a este 
trabajador es una discriminación positiva a favor del trabajador y muy negativa con la herramienta sindical. 
Premiar y favorecer a un dirigente sindical que comete este tipo de conductas es premiar a alguien que está 
mal utilizando la herramienta sindical, y a nosotros no nos compete meternos en eso. Esto lo deberá evaluar 
el sindicato, pero la empresa no debe tolerar el perjuicio concreto y eventual que se le provocó. Para la 
empresa, la situación de este trabajador está absolutamente laudada. De hecho, ni siquiera ha sido el eje de 
las últimas reuniones que hemos mantenido con la Foica, en las que hemos avanzado en otros aspectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A partir de la exposición de los integrantes de la Cámara de la Industria Frigorífica, 
de Somicar y de las intervenciones de integrantes de la Comisión, creo que corresponde analizar si estamos 
ante una situación sin retorno o si realmente existe la voluntad de las partes de desarrollar un mecanismo de 
negociación que permita arribar a mejoras en esa relación que ustedes mismos planteaban que se ha 
desgastado, y no solo en Somicar, sino en la industria. El presidente de la Cámara de la Industria Frigorífica 
decía que se encuentra con situaciones en las que muchas veces se toman medidas sindicales que atentan 
contra el desarrollo del cumplimiento de los plazos y demás, y lo reiteraba en relación a varias actitudes de la 
Foica. Voy a agregar algunos elementos que esta Comisión ha trabajado. Yo le podría asegurar que en algunas 
visitas que ha realizado esta Comisión nos hemos encontrado con actitudes empresariales que hacen 
imposible el mantenimiento de un buen relacionamiento y el respeto a derechos elementales de los 
trabajadores y, al mismo tiempo, con condiciones de salubridad en emprendimientos frigoríficos -constatadas 
por esta Comisión- que realmente son muy graves. Nosotros sabemos que este es un tema sensible por lo que 
implica la exportación de la industria cárnica al mundo como fuente de desarrollo económico del país, y tal 
Vez por eso mismo insistimos en alguna oportunidad con el desarrollo de mecanismos que nos permitan 
mejorar ambas situaciones. Con total sinceridad, debo decir que hemos fracasado rotundamente. En el caso 
de Frigocerro, en Durazno, hemos fracasado rotundamente, y no hemos tenido, lamentablemente, el correlato 
de la Cámara de la Industria Frigorífica para poder lograr que se respeten aspectos mínimos en lo que tiene 
que ver con relaciones laborales y con la protección de un sector fundamental para la economía del país. 


En el caso concreto de Somicar, que nos convoca, se dice que la empresa ha planteado alternativas para 
poder resolver el tema, pero yo creo que esas alternativas son insuficientes. Se mencionaba que hay 
integrantes de esta Comisión que son exsindicalistas. Yo integro el Parlamento y sigo afiliado a mi sindicato, 
o sea que no revisto la condición de exsindicalista. Plantear el cambio de carátula de notoria mala conducta a 
una situación de servicio para permitir el cobro del despido y el seguro de pago, cuando un sindicato está 
convencido de que hay una represión antisindical, a mí me parece -es una opinión personal- insuficiente. Es 
una actitud coherente de la Foica afirmar que si estamos planteando que hay una represión antisindical, esto 
no se arregla con cambio de carátula y con plata. Se dice que en su condición de presidente del sindicato el 
trabajador no podía hacer determinadas afirmaciones, y creo que eso es discutible. Tal vez haya existido error 
por parte del trabajador en cuanto a sus apreciaciones, pero ante el despido del presidente de un sindicato 
-alguna experiencia en eso tengo-, es muy difícil alcanzar la paz laboral que acá se ha mencionado. ¿Qué 
quiero decir con esto? Quiero plantearlo porque me parece que esta Comisión debería trasmitirlo a la 
delegación que nos visita y, al mismo tiempo, a los trabajadores y al PIT- CNT les daría la posibilidad de 
desarrollar un mecanismo que nos permita salir de esta situación, en el caso de Somicar y en el caso de 
algunos otros ejemplos en la industria. 


Como objetivo nos debemos plantear que la industria pueda desarrollar sus cometidos cumpliendo con los 
compromisos que tiene asumidos la parte empresarial. Se decía que está reconocido en el mundo el papel de 
Uruguay en cuanto a la exportación de carnes. Yo creo que esos méritos también corresponden -aunque no 
exclusivamente- a los trabajadores. Los diferentes actores hacen posible que esa situación se dé. 


La invitación es a poder desarrollar mecanismos que permitan acercar a las partes. ¿Esto quiere decir 
sustituir a la Dinatra? En absoluto. Esta Comisión ha trabajado en conflictos muy complejos, en conflictos 
que parecía que no tenían solución y de alguna manera la creación de ámbitos ha permitido avanzar. La 
invitación, sin compromiso de que se vaya a resolver en tal o cual medida, es a generar un ámbito en el cual 
participe la Comisión. También vamos a proponer que el presidente de esta Comisión, que es el señor 
diputado Fernando Amado -hoy no está presente, por eso estoy asumiendo como vicepresidente-, e 
integrantes de la Comisión participen junto al sindicato, la empresa y la dirección de la rama de actividad 
generando un ámbito que permita encontrar soluciones a los temas que están planteados, donde las partes 
planteen cuáles son sus preocupaciones principales y así poder avanzar. A lo mejor, instalado el ámbito, 
llegamos a la conclusión de que las posiciones siguen incambiadas y cada una de las partes tiene el derecho a 
desarrollar las posiciones que mejor entienda, pero creo que es válido hacer un intento. Creo que si se pudiera 
invitar a ese ámbito a la Intendencia de Salto, también sería importante. La invitación es a eso: más allá de 
que hay posiciones totalmente distintas, en el momento en que hay más antagonismo -si no hablamos con 
franqueza no nos ponemos de acuerdo; hay posiciones antagónicas como en todo conflicto desarrollado- 
recurramos a la posibilidad de generar un mecanismo de diálogo o de acercamiento. Si están de acuerdo, 
seguramente la Comisión también va a hacer extensiva esta invitación a los trabajadores. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Comparto todo lo que el señor presidente ha vertido en este tramo de su 
alocución y agradezco a la empresa por venir porque son pocas las veces en que se da; varias se han negado a 
hacerlo y de cualquier rama, no estrictamente de la industria de la carne. 


Me gustaría pedirle a la empresa que deje una copia de la resolución de la Inspección General del Trabajo y 
la Seguridad Social. 


SEÑOR AINTABLIAN (Gabriel).- Todavía no la tenemos. 
SEÑOR PLACERES (Daniel).- Bueno entonces se la pediremos a la Inspección. 


Sería bueno que la Secretaría se encargue de hacerse de esa copia porque son elementos que hacen también 
a lo que plantea el presidente: ir buscando un ámbito de entendimiento dentro de cosas concretas. Uno no 
debería ser más realista que el rey; hay una situación compleja de un trabajador despedido que representaba a 
un gremio. Yo vengo del ámbito sindical y mantengo mi vínculo con la rama, que es la Untmra, en una forma 
de permanente enfoque de la situación en la que, en general, está el país y para dónde queremos llevarlo. 


Me parece acertado lo que plantea el señor presidente: buscar un ámbito de encuentro sin tensar mucho la 
piola porque estamos en una situación compleja, pero generando puentes. A eso se ha dedicado la Comisión. 
Me tocó vivir situaciones a nivel gremial en que la rama ayudaba en su conjunto a no dar ese enfoque de 
despido sino a buscar una manera de articular estableciendo que el trabajador pernocte momentáneamente en 
otro ámbito. 


Se han practicado seguros de paro sin despido por un tiempo prolongado en función de conformar una mesa 
de diálogo y avanzar en una visión de reintegro porque, en realidad, ese trabajador vive en ese departamento 
y lo peor que puede vivir un ser humano es el destierro, sea en el departamento o en el país. ¿Se cometen 
errores? Todos cometen errores. Las empresas cometen errores, los trabajadores también cometemos errores. 
¡Los legisladores cometemos errores! ¿Por qué? Realmente, tendríamos que estar vigilando quién controla 
esas situaciones que denunciaba el señor diputado Puig, que las hemos constatado, que atentan contra uno de 
los mejores rubros de exportación del país. Como se dijo, hemos fracasado con total éxito en función de que 
las constataciones tendrían que llegar a determinar hasta la clausura de esos establecimientos de trabajo y por 
diferentes motivos no se ha podido hacer. No es el caso de esta empresa; estamos hablando de un plano 
general. 


Entonces, también nos parece bueno ir acercando al Poder Legislativo a las empresas y a los trabajadores en 
función de una visión global, con las cámaras que representan, porque a veces hay situaciones complejas. 


Lo que plantea el presidente de la Comisión es tender puentes porque hoy hay una solución más o menos y 
se está trabajando en el sector, pero ¿hasta cuándo? Hasta que no se genere una nueva situación. Por eso hay 
que buscar espacios de entendimiento para ver cómo se puede pilotear. Estamos a la orden, al igual que el 
resto de los compañeros. 


SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- Agradezco la presencia de los representantes de esta empresa, que es 
uruguaya. En un proceso de extranjerización que ha habido en esta industria, celebro que todavía haya 
valientes uruguayos peleando para mantenerse en el país. 


Personalmente, no creo en la lucha de clases y no creo en la destrucción del capitalismo, o sea que hay que 
mantener el sistema tal cual está y hay que mejorar las relaciones. No creo que haya un prejuicio de que los 
empresarios son todos malos y los sindicatos de trabajadores son todos buenos, ni viceversa. Creo que hay 
seres humanos que hacen las cosas bien o hacen las cosas mal. A veces las hacen seguidamente muy mal y a 
veces seguidamente muy bien. 


Esta Comisión de Legislación del Trabajo tiene como objetivo fiscalizar lo que hace el Poder Ejecutivo y 
legislar y, en este caso, como tal vez el Poder Ejecutivo no está cumpliendo su rol de componedor entonces, 
como parlamentarios, también nos ofrecemos y tratamos de colaborar en este diálogo necesario para 
mantener esas buenas relaciones de trabajo que mantengan el trabajo en el Uruguay. Todos estamos 
comprometidos con lo mismo: que las fuentes de trabajo permanezcan y esto contribuye de alguna manera a 
un mejor desarrollo de todos los uruguayos. 


Solamente quería preguntar si hubo alguna denuncia de la empresa con relación a las declaraciones de este 
trabajador o de otros trabajadores. Tuve oportunidad de ver un video que se hizo viral en algún momento 
-todos lo vimos en el país- donde también había alguna acusación sobre el estado sanitario de la empresa: 
gente que trabajaba en medio de los gusanos, una cuestión gravísima no solamente para la empresa sino para 
la industria en general y para el país, como tal; si su principal rubro exportador está puesto en tela de juicio 
por su calidad sanitaria, nos preocupa a todos. 


SEÑOR CAMEJO (Valentín).- No hubo ninguna denuncia porque mi asesor en derecho me frena. 


Soy uruguayo, soy joven y arranqué en esto; lo siento como algo personal pero con el tiempo me doy cuenta 
de que no. Estoy en un nivel de hartazgo increíble, no porque no pueda haber un conflicto; yo creo que tiene 
que haber sindicato, creo en la herramienta sindical -creo que si estuviera del otro lado, sería sindicalista para 
luchar por lo que me corresponde; no sé si en grupo o en forma personal-, pero sin mentiras, sin esa 
vehemencia o ese veneno, cuando ya se mezclan cosas que no puede ser porque de mí se habló en forma 
particular, con parlantes en la vereda, frente al Ministerio; se hablaba de Camejo, de Valentín... Entonces, ya 
está, ya pasó; se han hecho cosas que uno no entiende; yo, la verdad, no lo entiendo y soy uruguayo. 
Tampoco quiero estar desterrado, pero sinceramente he pensado que es mejor estar en otro lado. 


En este momento estoy haciendo una catarsis, pero el doctor lo sabe y me frena porque dice: ¿a quién?, 
¿contra qué?, ¿contra el PIT- CNT? No tiene personería jurídica. ¿Contra quién vamos? Entonces, se 
desgrana y al final es tirar tiros, es perder plata, tiempo y cosas, cuando uno tiene que estar trabajando, lo que 
cuesta porque tampoco es que estamos sobrados ni con todo solucionado. Todos los días es una final. 


La apertura del diálogo estuvo siempre -se lo trasmitimos a Yakes e inclusive hubo gente del PIT- CNT- y 
acordamos con Yakes tener reuniones semanales, continuarlas -se cortaron por un plazo porque el ambiente 
estaba caldeado- y vamos a seguir. Tenemos que seguir y queremos seguir; apostamos por un diálogo. Hay 
posiciones antagónicas, pero creo que a la larga todos queremos tener lo mismo: un mejor vivir para todos. 
Sin empresa no hay trabajadores, sin trabajadores no hay empresa. Si arrancamos de ahí, se puede; lo que 
pasa es que hay cosas que dinamitan y después el puente se hace más difícil, pero se tiene que hacer igual. 


Con relación a los participantes de las reuniones, solo quería decir que nosotros con la Intendencia siempre 
tuvimos buen diálogo. Lamentablemente, en estos temas se toma partido sin consultarnos, sin saber nuestra 
posición, entonces como que ya sé para qué lado va y a veces es difícil. Por ejemplo, la última reunión que 
tuvimos. Un sábado me llama el secretario para reunirnos un domingo con el intendente y con la gente de la 
Intendencia, que quería saber cómo estaba el tema. Fui el domingo y en la mesa estaba, además del 
intendente, el secretario, el director de Hacienda, Chiriff y alguno más, seis o siete personas del PIT- CNT, y 


yo sin saberlo. Ya había estado con ellos dos días antes en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; la 
interpretación cada uno la hace. 


En esa reunión, el director de Hacienda, Chiriff, con quien en el anterior conflicto habíamos tenido un 
diálogo constructivo y habíamos intentado mediar, en su primera intervención, sin que nadie hubiera dicho 
nada, dijo: "Para nosotros es la segunda vez que descabezás el sindicato; nosotros somos un Gobierno de 
izquierda y frenteamplista y nos debemos a la gente que nos votó, que no sos vos, son ellos, entonces, o 
cambiás tu posición o vamos a tratar de sacarte". Así me lo dijo. A lo cual yo -que no podía entender lo que 
estaba escuchando- le dije: "Entiendo que sea frenteamplista, pero usted gobierna para todos los uruguayos y, 
por suerte, acá estamos en un Estado de derecho: si yo cumplo, cumplo; si no cumplo, me sacará". 


Entonces, cuando se habla de armar equipos -estamos con esa voluntad-, a veces hay actores que en vez de 
querer armar una dinámica constructiva, no sé por qué -no voy a hacer interpretaciones irresponsables- 
buscan otro camino o destruir, y eso hace que se ponga complicado, pero nosotros estamos abiertos al diálogo 
y a construir siempre algo que sea bueno para todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a trasmitir al señor diputado Amado la intención de conformar ese ámbito, 
en común acuerdo en cuanto a los actores y demás -creo que la Intendencia debería estar, pero lo 
conversamos, y la Cámara de la industria, también- para poder analizar toda esta situación. Veremos la 
posibilidad de coordinar una fecha para trasladarnos al departamento. 


SEÑOR BELERATI (Daniel).- Con relación a la participación de la Cámara, no tengo la potestad de 
decidirlo ahora porque pertenezco a una gremial donde hay que tratar los temas. Con gusto lo podré plantear 
en la próxima sesión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos esa gestión. 

La Comisión de Legislación del Trabajo les agradece su presencia. 


(Se retira de sala la delegación de Frigosalto -Somicar SA- y de la Cámara de la Industria Frigorífica) 


(Ingresan a sala autoridades del Inumet) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Inumet integrada por su presidenta, doctora 
Madeleine Renom; su vicepresidente, señor Gabriel Aintablian, y el asesor jurídico, doctor Alfredo Abulafia. 


Oportunamente recibieron la versión taquigráfica cuando compareció el sindicato planteando varios temas. 
Las autoridades del Instituto desarrollarán su visión respecto a cada uno de esos temas, y por supuesto los 
elementos que quieran agregar como insumo para esta Comisión. 


SEÑORA RENOM (Madeleine).- Agradecemos la invitación para explicar en qué estamos desde el punto de 
vista de la institución. 


Quiero comenzar por la reestructura y estatuto, cuestiones importantes. 


El Directorio asumió en diciembre de 2016 bajo la responsabilidad establecida por ley de generar una 
reestructura y el estatuto tal como lo estableció cuando creó el Inumet. El Directorio anterior comenzó con 
ese trabajo solicitando una consultoría a la Facultad de Ciencias Económicas, pero se venía atrasando, y 
entendimos el reclamo del sindicato en el sentido de generar una reestructura y un nuevo estatuto para 
afianzar a la institución como un organismo descentralizado, tal como se había creado. 


Para no remitirnos a lo último, a partir del 2 de mayo de 2017 se acordó comenzar a trabajar -consta en actas 
en una reunión en la Dinatra, con el sindicato e integrantes de COFE y del PIT- CNT- intensamente en una 
reestructura y en el estatuto. Se mantuvieron numerosas reuniones bipartitas y tripartitas y la Dinatra nos iba 
ordenando. 


Se adjudicaron partidas en función de la reestructura. Y a partir del 2 de enero de este año se acordó trabajar 
para finalizar este proceso en sesenta días especificándose que se iba a trabajar sobre cuatro puntos. 


Quiero hacer referencia a algunas cuestiones. Leyendo la versión taquigráfica llaman poderosamente la 
atención las declaraciones del sindicato en esta Comisión. Se hacen aseveraciones que luego fueron firmadas 
y estipuladas por el sindicato. En un acta -que entregaremos- del 26 de febrero de 2018 se expresa: "Se 
entiende que venimos de un proceso de negociación donde se han presentado distintas escalas salariales 
donde en dicho proceso llegamos a acuerdo en la última escala salarial presentada por el Directorio que, en 
definitiva, es el resultado del proceso de la negociación colectiva realizada". 


Esto consta en actas estando presente la doctora Fregossi por COFE; todas estas instancias se hicieron con 
la directiva del sindicato, la alta directiva del COFE y avalado por el PIT- CNT. Estas actas están firmadas 
por la directiva del sindicato. 


Se llegó a acuerdo sobre tres de estos últimos cuatro puntos planteados en enero, quedando uno sin acordar. 
Negociación colectiva no es acordar sobre todos los puntos sino mantener esas negociaciones. 


La idea es que el Instituto esté acorde, actualizado. Todos estamos de acuerdo en que su estructura es 
obsoleta; se trata de un servicio técnico y científico. En base a la reestructura tuvimos dos reuniones con 
todos los funcionarios del servicio mostrando el organigrama, cómo se iba a trabajar y todas las 
dependencias. Entendemos que la información siempre estuvo. Se trata de un Directorio altamente 
transparente; por suerte mejoramos la información brindada de acuerdo a la ley de transparencia. 


No comprendemos muchas de las cuestiones planteadas por el sindicato en sala, se aseveran cosas que no 
son reales, no actuándose a veces con buena fe. 


Por otro lado, sin perjuicio de seguir trabajando en la reestructura y en el estatuto, que recoge absolutamente 
todo lo que ya se estaba trabajando, en un reglamento interno, etcétera -se hará por ley-, se siguió trabajando 
en la mejora de todo el servicio en su conjunto, atendiendo mejoras en la infraestructura y condiciones 
laborales no solo de la gente que trabaja en la sede central sino de todas las estaciones, que estaban realmente 
muy deterioradas. Se trabajó en la mejora del servicio como servicio técnico- científico. 


Creo que estamos brindando productos importantes para la población y que hacen a la misión que tiene el 
servicio metereológico como tiene que ser. 


Le entregamos al presidente la documentación para que los legisladores lean las actas, convenios que se 
realizaron en el marco de estas conversaciones. 


SEÑOR AINTABLIAN (Gabriel).- Quiero hacer una aclaración. En los próximos días la Cámara de 
Representantes recibirá el proyecto de reestructura que se encuentra en la órbita del Poder Ejecutivo. 


La presidenta del Instituto comentó que en las últimas negociaciones -estuve en todas- se aceptaron tres de 
los cuatro puntos. Vale la pena aclarar que previo al resultado de esa negociación se hizo una consulta a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil para saber sobre el volcado de los funcionarios en la nueva estructura. 
Servicio Civil, en base a las normas vigentes estableció que no se podían volcar en grados superiores sino en 
los correspondientes. En todo caso podía establecerse, como una forma de adecuar rápidamente la estructura 
a las necesidades del servicio -a lo que nos comprometimos-, la realización de concursos de ascenso lo más 
rápido posible, en la medida que el presupuesto alcanzara para todos los funcionarios. Y en ese sentido 
tenemos una espada de Damocles porque el próximo año es electoral y los plazos se nos acortan para hacer 
los concursos de ingresos y ascensos, así como modificaciones funcionales. Al margen de eso, todas estas 
negociaciones de reestructura no son fáciles; recuerden la estructura cuando se crea el Instituto como unidad 
ejecutora saliente del Ministerio de Defensa Nacional, acarreando una cantidad enorme de disparidades de 
horarios y salarios, como producto del origen de los funcionarios. Recordemos que el Instituto de 
Meteorología tomó funcionarios provenientes de AFE, Subsistencias, Administración Nacional de Puertos, 
funcionarios propios del Ministerio de Defensa Nacional con todas sus estructuras de militares equiparados, 
civiles, lo que generó una disparidad no solo en lo salarial sino también en la carga horaria. Los funcionarios 
tienen diferentes cargas de horario: ciento noventa y dos, ciento sesenta, ciento cuarenta y cuatro y ciento 
veinte horas. 


En la negociación trabajamos conjuntamente con la directiva de COFE y del PIT- CNT, encomendándose a 
Martín Pereira, presidente de COFE y a José López, secretario general de COFE, trabajar, ordenar y dar una 
mano en esto para allanar el camino ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Recibimos y acordamos la propuesta de COFE de recoger una bandera que ellos tenían y que se planteó en 
la negociación colectiva, en las mesas tripartitas, de capacitar a los funcionarios y sin que hubiera pérdida 
salarial, llevar a todos los funcionarios a ciento sesenta horas, dejando dieciséis horas para capacitación. Ellos 
cumplen efectivamente ciento cuarenta y cuatro horas mensuales más dieciséis para capacitación. Eso que es 
nuevo en la estructura del Estado, como Directorio -al próximo también- nos obliga a generar los cursos de 
capacitación para todos los funcionarios y, además, a que concurran como forma de mejorar el servicio. ¿Por 
qué se hace hincapié en la capacitación? Porque Inumet es un organismo que además de cumplir con normas 
nacionales tiene que cumplir con acuerdos internacionales que hacen a la seguridad de la población civil, 
tanto sea en aeropuerto como en la meteorología marina. Y al respecto hago un paréntesis: recibimos del 
Ministerio de Defensa Nacional una nota expresando que por razones presupuestales ellos no pueden hacer 
más el seguimiento y la vigilancia metereológica marina, y que nos corresponde a nosotros 


Instalar desde el punto de vista técnico un sistema de vigilancia en un mar territorial -como ustedes saben 
fue ampliado y casi tenemos un porcentaje mayor de superficie marina que terrestre- supone un problema: 
cómo se prepara a la gente para hacer vigilancia metereológica porque no hay en el país. Ese cambio 
tecnológico y capacitación tienen un costo elevadísimo. Piensen que no es lo mismo una boya o una estación 
metereológica en tierra que en una boya a más de 3.000 kilómetros de la costa. No hay un chip de Antel que 
funcione, hay que recurrir a satélites para la trasmisión de datos en tiempo real que no tenemos y cuyo costo 
es elevado. 


Los cambios tecnológicos y capacitación que tenemos que hacer para cumplir con las normativas 
internacionales sugieren que todo el personal abocado a la metereología, sobre todo en aeronáutica y marina, 
debe ser egresado universitario. En ese sentido hay un debe del país; la carrera de meteorología fue cerrada a 
fines de los ochenta, reabriéndose ahora dentro de la estructura académica universitaria, y los cursos que 
impartía la Escuela de Meteorología del Uruguay no es reconocida por el Ministerio de Educación y Cultura 
por carecer de características académicas sólidas. Dentro de esta nueva estructura la Escuela de Meteorología 
está planteada como el centro de capacitación y formación permanente de todos los funcionarios, algunos con 
una sólida base y otros hay que convertirlos y agiornarlos para cumplir todas las normativas. No es un tema 
menor; piensen que para la seguridad cualquier avión que despegue, aterrice o sobrevuele en territorio 
nacional tiene que contar con un parte metereológico confiable para los pilotos y también para las torres de 
los aeropuertos. Todo aeropuerto internacional debe tener un informe metereológico particular y, según los 
reportes que tenemos con Dinacia, Uruguay tiene once aeropuertos definidos como internacionales, de los 
cuales operativos y con gran cantidad de vuelos son en primer lugar Carrasco, y en segundo término, Laguna 
del Sauce. 


SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- Muy pronto también Rivera. 


SEÑOR AINTABLIAN (Gabriel).- Rivera supone un gran desafío, porque una de las características técnicas 
que hay que tener y mantener son los datos históricos meteorológicos en las estaciones, y la estación de 
Rivera no estaba en la ubicación del aeropuerto. Entonces, hubo que poner una nueva estación. Ahí tenemos 
un problema que también se da en Durazno, y es la falta de personal que tiene la Fuerza Aérea, que hace que 
los aeropuertos no funcionen todos los días de la semana y se abran cuando los vuelos lleguen. Esto implica 
que se automaticen todas las estaciones, lo que tiene un costo. Además, las observaciones meteorológicas se 
hacen por personas técnicas, preparadas para ello. Por eso, hicimos énfasis y aceptamos la propuesta que nos 
hicieron llegar el PIT- CNT y Cofe de mantener un porcentaje de horas a cumplir dedicados a la capacitación, 
más allá de que venimos en conversaciones con la Universidad de la República para establecer una 
tecnicatura como diploma intermedio de características universitarias para capacitar a todo el personal. Eso 
en cuanto a la reestructura. Para conocer los detalles de todo lo que implica la reestructura, las distintas 
dependencias y las distintas características, creo que ameritaría otra reunión cuando les ingrese el documento 
con todos los informes. Se trabajó permanentemente con Servicio Civil, con el sindicato y con todos los 
funcionarios. Los que no están agremiados también participaron de estas discusiones, al igual que COFE y el 
PIT- CNT. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer referencia a lo planteado por la organización sindical en varios 
puntos. Está claro que hay una visión totalmente distinta, yo diría que antagónica, en cuanto a la participación 
en la negociación colectiva. El directorio planteaba que se ha cumplido con los mecanismos, que se ha 
cumplido con el sindicato, que se han acordado la mayoría de los puntos, pero la organización sindical ha 


planteado -consta en la versión taquigráfica- que no se han seguido los mecanismos de negociación colectiva. 
Lo planteo porque realmente se trata de posiciones antagónicas. 


Por otro lado, quiero hacer algunas preguntas y consideraciones. El sindicato plantea algún tipo de 
discriminación antisindical como, por ejemplo -aunque esto fue corregido a partir de una intervención de 
COFE y de un planteamiento concreto-, el hecho de que al secretario general del sindicato, que había hecho 
una guardia extra el 26 de febrero, se le planteara que no iba a cobrar porque el 5 de febrero había tomado 
horas sindicales, lo que está previsto legalmente. Quiero saber si eso realmente fue así, porque plantearía una 
situación preocupante de desconocimiento de derechos sindicales. 


Esta Comisión analizó, en varias oportunidades, el planteamiento del sindicato en cuanto a la destitución del 
funcionario José Cioli. En reiteradas oportunidades, el sindicato planteó que había una persecución en torno a 
él; que existía una situación de enfermedad del trabajador y que alguna de las supuestas inconductas que se le 
adjudicaban era producto, justamente, de esa patología. En su momento, la Comisión planteó la necesidad de 
que Servicio Civil pudiera analizar el tema y establecer su criterio. Sabemos que el informe de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil no es vinculante y que no sustituye al directorio, pero acá se hizo referencia para 
otros temas a la posición de Servicio Civil. En el caso del funcionario doctor José Carlos Cioli Lausarot, la 
Comisión Servicio Civil resolvió por unanimidad no acompañar la propuesta de destitución. En el numeral 2) 
del documento dice: "Los fundamentos de dicha resolución son los siguientes: a) entendió que del examen de 
las actuaciones no había resultado probado que el sumariado hubiera retirado documentación de su oficina, 
siendo esa una de las imputaciones; b) en cuanto al resto de las imputaciones analizadas a la luz de los 
descargos presentados por el sumariado, según los certificados médicos agregados, las mismas habrían 
obedecido a problemas de salud". En el documento siguen varias consideraciones; no se comparte la 
calificación de muy grave que el organismo otorga a la actuación del funcionario y no se recomienda la 
destitución. Teniendo claro que esto no es vinculante, me llama poderosamente la atención que se recurra en 
forma frecuente a la Oficina Nacional del Servicio Civil y que, en este tema, que hubo un planteamiento por 
unanimidad -insisto, no vinculante- y se entendía que no había existido la situación de muy grave para la 
destitución, se haya seguido adelante con la posición que el directorio había manifestado originalmente. 
Quisiera conocer cuáles han sido los criterios utilizados. Esto ha generado una situación de enfrentamiento 
con la organización sindical y, desde mi punto de vista, se ha desconocido el derecho de un funcionario. Eso 
es lo que en principio quiero consultar. 


SEÑORA RENOM (Madeleine).- En lo que tiene que ver con la negociación colectiva, evidentemente hay 
dos visiones diferentes sobre lo que puede hacer no solamente el directorio, sino COFE, PIT- CNT y Dinatra. 
En las actas consta que hubo negociación colectiva, y ellos firmaron esas actas. Tal vez habrá que ver qué 
entiende este sindicato, esta agrupación gremial, por negociación colectiva. Se dice que el directorio toma 
resoluciones sin consultar o que se traslada personal. Están generados los expedientes electrónicos en los que 
se hizo la consulta y el funcionario firmó y aceptó ese traslado. No vamos a hacer reuniones por todo, pero si 
el funcionario lo acepta, entendemos que eso es negociación y un diálogo continuo con el funcionariado, 
tanto agremiado como no agremiado, para tomar decisiones. 


Nos parece muy duro que se marque que hubo una persecución sindical. El doctor Abulafia y el 
vicepresidente van a aclarar específicamente ese punto que se menciona. No hay persecución sindical a 
ningún funcionario ni hay discriminación porque se haya sindicalizado o no. Es más, siempre se aprueban las 
horas sindicales. Esta aseveración nos parece un poco dura y no ayuda a la convivencia, además de ser una 
mentira. Quiero ser enfática, porque me parece que este directorio ha dado todas las garantías y ha sido 
receptivo, dialogando en forma madura y buscando la mejor solución. 


SEÑOR AINTABLIAN (Gabriel).- Hasta ahora, me había referido solo a la reestructura, para ir en orden. 


Recordemos que a mitad de gestión nos tocó sustituir a otro directorio por distintos motivos. Nosotros 
provenimos de distintos organismos. Yo venía de la Dirección de Ciencias del Ministerio de Educación y 
Cultura y ella viene de la Facultad de Ciencias. Si hay algo que consta -pueden revisar la versión taquigráfica 
de nuestra comparecencia anterior a esta Comisión- es nuestra vocación de diálogo y negociación permanente 
con los funcionarios, que hemos mantenido en distintos niveles y distintas instancias. Hemos tenido 
reuniones en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a las que concurrimos a pedido de este directorio. 
Nosotros entramos un 16 de diciembre y ya en enero convocamos a las primeras reuniones tripartitas en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como forma de ir ordenando una transición y un diálogo con los 


funcionarios. Tuvimos reuniones bipartitas a pedido del diputado que suple al compañero Puig, Carlos 
Coitiño, quien me solicitó personalmente que hiciéramos reuniones fuera del ámbito del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Tuve reuniones personales con la directiva del sindicato como forma de hacer 
una mesa de trabajo en paralelo para ir allanando y discutiendo todas estas negociaciones. Provengo de la 
militancia universitaria y sindical en empresas privadas, pero ahora tenemos una responsabilidad, que es 
sentarnos a dialogar y a negociar. Eso no implica un cogobierno, y debemos tenerlo claro. Como siempre 
digo, podemos ponernos de acuerdo en muchas cosas y negociar muchas otras, pero si se comete algún delito 
ellos no se van a alternar con nosotros en las dependencias en las que estemos recluidos. El diálogo 
permanente está, siempre estuvo y nunca se cortó, ni siquiera en los peores momentos, en los de más tensión; 
nosotros siempre estuvimos. Es claro que venimos cumpliendo con la negociación y que no hay persecución 
sindical ni a ningún funcionario. De hecho, cuando se habla de que se trasladan funcionarios, hay que saber 
que esos funcionarios no fueron trasladados porque sí, sino por la decisión que se había tomado en el 
directorio anterior. Lo que hicimos nosotros fue sentarnos con todos los funcionarios que estaban en una 
dependencia que se llamaba Telecomunicaciones para ver cómo y dónde iban a empezar a trabajar. Y así 
consta. Están las notas de ellos donde dicen cuál es su voluntad de traslado, y eso se respetó. Se aclaró que el 
respeto iba a ser con su función, su tarea y el régimen que debía adaptarse a la dependencia donde estaban. 
Eso es claro porque hay estaciones que funcionan veinticuatro horas, otras doce, otras seis y otras nueve, y 
todas tienen un régimen particular. Así se hizo; están las actas y está el expediente electrónico. Recordemos 
que la primera cosa que hizo este directorio, por iniciativa del sindicato, fue implantar el sistema de 
expediente electrónico como forma de transparentar la función que hasta ahora solo se manejaba con 
expedientes en papel, que quedaban, muchos de ellos, guardados en algún rincón. En virtud de eso, y pueden 
consultar a los funcionarios -acá hay una copia del expediente de la dependencia de Telecomunicaciones-, se 
ve que no cierra el servicio, sino una unidad, porque para ser más eficiente la función de telecomunicaciones 
no debía estar centralizada en un lugar, sino repartida en las estaciones donde se genera la información a 
comunicar. Ustedes saben que tenemos una responsabilidad enorme en cuanto a la comunicación con los 
sistemas nacionales de emergencia en cada uno de los departamentos y no solo con el Sinae central en 
Presidencia de la República. La función de telecomunicaciones no podía esperar a que se trasladara la 
información de una estación a la sede central para después ser trasmitida a todas las dependencias, sino que 
tenía que salir directamente del lugar donde se generaba el dato para cada uno de los servicios del Sistema 
Nacional de Emergencias. 


Con respecto al doctor Cioli, aclaremos -eso ya lo manifestamos en la comparecencia anterior por este 
mismo tema- que, en aras de la transparencia y de generar un proceso en el que no se viera involucrado 
ninguno de los funcionarios del Inumet, el directorio asumió que la investigación administrativa previa y el 
sumario posterior no se realizaran en dependencias del Inumet, y así se hizo y así se trabajó. Antes de pedir al 
doctor Abulafia que dé más detalles de este proceso, me gustaría aclarar que hay un error de concepto en las 
actas. Una cosa es la Oficina Nacional del Servicio Civil y otra la Comisión Nacional del Servicio Civil; son 
dependencias que funcionan una asesorando a la otra. Tuvimos cuidado de respetar todas las normas vigentes 
para no violentar justamente los derechos de los funcionarios, de ninguno de ellos. 


Me olvidaba de un punto al que hacía mención el señor diputado Puig: el no respeto a la libertad sindical. 
Nosotros no hicimos nunca un descuento porque una guardia se cumpliera con horas sindicales. Hay un 
proceso administrativo que se corrige rápidamente cuando llega al directorio, pagándose esas horas. Vamos a 
dejarles una copia del expediente. Una cosa es hablar y decir que hay persecución sindical cuando los 
administrativos que van procesando toda la información dicen "Estas son las horas que se cumplen". Hay una 
norma vigente dentro del Inumet y es que las horas sindicales las autoriza la Secretaría General o el 
Directorio, entonces los administrativos en la Dirección de Personal ponen las horas a cumplir y después la 
horas sindicales se anotan y esas son autorizadas por el secretario general o el Directorio, según la normativa 
vigente; eso va a ser modificado por el nuevo estatuto. 


SEÑOR ABULAFIA (Alfredo).- Con respecto a la participación, no tengo mucho más que agregar. Sin 
perjuicio de ello, invito a la aplicación de uno de los principios más sagrados del procedimiento 
administrativo, que es la verdad material. De hecho, el conjunto de documentos que proporcionamos a la 
Comisión va en ese sentido: dejar documentados absolutamente todos los pasos y actuaciones que realizó el 
Directorio del Inumet, en conjunto con el sindicato, con ATMN, así como con COFE y con el PIT- CNT. 


Respecto a la discriminación, estamos en una época donde el concepto es traído e interpretado de la forma 
en que a cada uno se le ocurre. Hay que ser cuidadosos y rigurosos en la aplicación de determinados 


conceptos. No todo es discriminación; no se puede hablar de discriminación como quien tira una bomba a ver 
quién la levanta, porque estamos cayendo y ocurre en muchos otros lugares que todo pasa por la 
discriminación, todo es discriminación. La iniciación de un sumario administrativo o de una investigación es 
tomada como discriminación cuando, en definitiva, la potestad disciplinaria es irrenunciable por parte de la 
Administración pública y a eso nos debemos. 


Se habla de discriminación cuando, necesariamente, se tienen que activar los mecanismos administrativos 
para una liquidación de haberes, sean horas extras, sean autorizaciones, franqueos y demás. Se habla de 
discriminación -y creo que tendríamos que afinar muchísimo más el concepto y ser cuidadosos al respecto- 
cuando hace unos días el Directorio estaba firmando el otorgamiento de un salón para que ATMN se 
desempeñe en la función gremial dentro del Instituto. A eso me refiero; para muestra basta un botón. 
Discriminación cuando ocurrió el proceso de negociación y todavía tenemos carteles colgados en la puerta de 
la institución. En ningún momento se vulnera la libertad sindical; bajo ningún concepto nos podríamos poner 
en esa vereda. 


Con respecto a la guardia extra, fue liquidada y pagada después de realizarse el procedimiento 
administrativo correspondiente, porque así se debe manejar la Administración pública. El expediente 
referenciado es el N” 378/2018 y pueden acceder a él a través de los mecanismos correspondientes. Además, 
ahora tenemos la posibilidad de tener un poco más de ida y vuelta, de feedback, respecto a ese tipo de 
obrados ya que este Directorio logró insertar al Inumet en el expediente electrónico, un proyecto que no 
existía en el Instituto y ahora sí, y que da las garantías y la transparencia establecidas en la Ley N* 18.381, de 
Acceso a la Información Pública. 


Todos tienen acceso a los expedientes, a lo que gana cada uno, a los niveles retributivos, a las actas llevadas 
adelante en la bipartita, así como las actas suscritas en la Dinatra con la Comisión de Seguimiento que estuvo 
presente en toda la negociación colectiva, por reestructura y estatuto. 


También surgió algo con unos pagos, los cuales había omitido la Administración y también es motivo de 
conceptualizarlo como persecución o discriminación. Quiero referenciar el expediente N* 690 donde, 
rigurosamente, mes a mes, la cuota que se retiene a los funcionarios, el Inumet la vierte al sindicato. Puede 
ocurrir, como pasa comúnmente en las administraciones públicas, que se generen determinados errores, 
muchas veces involuntarios, desatenciones y demás, lo que genera la consiguiente revisión de los pasos y de 
los procesos en cuanto a la calidad de los servicios y del procedimiento administrativo, pero bajo ningún 
concepto podemos asumir la responsabilidad de estar discriminando o persiguiendo a los delegados del 
sindicato. Por el contrario, se está promoviendo la participación amplia y plural de todos los trabajadores. De 
hecho, la señora presidenta mencionó que en varias oportunidades se hicieron instancias de intercambio con 
todos los trabajadores, incluidas las dependencias descentralizadas que tenemos en el territorio del Uruguay 
profundo. Son veinte estaciones meteorológicas y se invitó a todos sus encargados para que también fueran 
parte de esa presentación y romper con este criterio y con esta vieja práctica del centralismo. Se trajo a todos 
y con todos se dialogó. Si mal no recuerdo -esto fue en la instancia bipartita de la negociación colectiva-, el 
15 de mayo de 2017 ya se estaba acordando por parte de la señora presidenta y del sindicato, de ATMN, su 
conformidad con la reestructura organizativa presentada por la doctora Renom, presidenta del Inumet. Apelo 
a vuestra buena fe y disponibilidad de tiempo para poder leer los documentos que les acercamos y que creo 
tienen un valor sumamente preciado en esta instancia donde se dice de un lado y del otro, cuando nos 
tenemos que basar en la verdad material como principio rector del procedimiento administrativo. 


El último tema tiene que ver con la destitución del doctor Cioli. Tal como lo mencionó el señor 
vicepresidente, si bien la instrucción de la investigación administrativa, que fue de urgencia a raíz de una 
denuncia formulada por el Departamento de Personal que se sustanció al momento de la determinación de los 
hechos que dan lugar a la iniciación de un sumario administrativo o un procedimiento administrativo 
sumarial, disciplinario, la decisión del Directorio fue desde un punto de vista garantista, fue absolutamente 
garantista para no ver afectado el entorno laboral y humano del Instituto. Se le solicitó al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que sustanciara las actuaciones y el procedimiento 
sumarial del doctor Cioli y así fue. Tuvo su procedimiento, se dieron las etapas correspondientes y luego el 
informe de instrucción determinó la calificación de determinados hechos, conductas y, eventualmente, 
sanciones, lo que luego fue refrendado por la asesoría letrada de ese mismo Ministerio, en cumplimiento del 
artículo 60 del Decreto N* 222, de 2014, procedimiento disciplinario de la Administración Central que 
nosotros también utilizamos. Al no tener estatuto aplicamos de forma supletoria la norma N* 19.121, de 


procedimiento disciplinario, que fue reglamentada por el Decreto N* 222, de 2014. El informe letrado del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente refrendó lo actuado, obviamente calificó 
la falta y eso fue devuelto al Inumet. 


Voy a hacer referencia -disculpen la deformación profesional- a otro principio del procedimiento 
administrativo que es la legalidad objetiva. La determinación o la calificación de la falta fue dada por un 
factor o agente externo al Inumet y nos informa desde el punto de vista jurídico qué es lo que entiende esa 
asesoría letrada que tiene que hacer el Directorio y, en definitiva, fue lo que realizó; por eso se abrió la 
instancia que se preceptúa por el literal C) del artículo 7", de la Ley N* 15.757, de Servicio Civil, donde fue a 
su tratamiento preceptivo. 


La Comisión Nacional de Servicio Civil, como dijo el señor vicepresidente, es una cosa, pero es asesorada 
también por determinadas unidades organizativas satélites -por decirlo de alguna forma- y una de ellas es 
Jurídica. Quien informó a la Comisión Nacional del Servicio Civil respecto a la legalidad y al ajustamiento a 
las normas jurídicas de procedimiento fue la asesoría retratada de la Oficina Nacional del Servicio Civil, que 
en su informe fue categórica y compartió lo que estableció la asesoría letrada del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Después, en cuanto a las consideraciones que realice la Comisión del Servicio Civil, a mí me cuesta mucho 
apartarme de un dictamen jurídico de mi organismo, a menos que esté considerando que hay una ilegalidad, 
que por lo tanto se tiene que corregir, así como un organismo externo. En esto me llama mucho la atención el 
punto 2) de los fundamentos que establece en su nota el señor Scavarelli, recibida recientemente, donde dice 
que no resulta aprobado que el sumariado hubiera retirado documentación de su oficina, cuando el propio 
funcionario confiesa que retiró documentación de su oficina. ¿La Comisión leyó, o no, las actuaciones, tanto 
de la investigación como del sumario o estamos haciendo de esto un tema político a instancias de, en 
beneficio de? Dejo la interrogante planteada. 


Quiero manifestar fervientemente que acá se cumple con cabalidad, con convicción, las normas jurídicas 
que continentan el actuar de la Administración pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La precisión que hacía el vicepresidente es correcta: el documento es de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil que asesora a la Oficina Nacional del Servicio Civil. La nota es del 
director de la Oficina Nacional del Servicio Civil y trasmite los conceptos de la Comisión Nacional de 
Servicio Civil que establece una serie de considerandos y que no comparte la calificación efectuada por el 
organismo como muy grave. Esto lo dice a texto expreso. Por lo tanto, lo que decía el doctor en cuanto a que 
compartieron el tema desde el punto de vista jurídico que correspondía, por lo menos no es lo que dice la 
nota. 


No sé a qué se refiere el doctor cuando dice que se está haciendo de esto un tema político; no sé a quién se 
refiere, quién está politizando el tema; no sé si se refiere a esta Comisión. Sería bueno dejar los puntos 
bastante claros. 


SEÑOR ABULAFIA (Alfredo).- Nunca quise referenciar a esta Comisión, como si estuviera haciendo un 
asunto político. De hecho, a ustedes les puse el planteo sobre la mesa; obviamente, no es resorte de ustedes. 


Respecto a la calificación a texto expreso -que usted dice que no comparte- es de la Asesoría Letrada del 
Mvotma y del área jurídica de la Oficina Nacional del Servicio Civil que es la que tuvo el expediente 
previamente a la decisión que adoptó la Comisión. O sea, los abogados del Servicio Civil estuvieron de 
acuerdo con la calificación, la gravedad y la entidad de la falta -o sea, el Órgano especializado estuvo de 
acuerdo-, pero la Comisión lo valoró por su propio criterio. A eso me refería. 


En cuanto al tema político, simplemente vale solicitar la versión taquigráfica de la Comisión para ver 
quiénes fueron los que realizaron oportunamente el planteo ante la Comisión Nacional del Servicio Civil 
respecto a este tema. 


SEÑORA RENOM (Madeleine).- Como Directorio, en cuanto a la destitución y para cumplir con todas las 
normas y asegurar la parte legal de todo este tema de Cioli, si bien había una recomendación de la Comisión 
Nacional de Servicio civil -leímos todo el expediente-, nuestra decisión fue basada en la información 
obtenida por parte de las asesorías letradas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 


Ambiente como de la Asesoría Letrada de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Entendemos que la falta de 
documentación, por lo cual se inicia toda esta investigación, era la falta de legajos de personal, entonces 
entendíamos que esa era, realmente, una falta muy grave. Esa fue nuestra decisión y se están dando todos los 
pasos a recurrir por quien lo entienda necesario, y seguir todos los plazos legales que ameriten una claridad 
frente al tema, pero estamos convencidos de la decisión tomada como Directorio. 


El expediente y toda la documentación está a disposición de los señores legisladores que quieran ver toda la 
documentación y todo el proceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo les agradece su presencia. 
(Se retiran de sala autoridades del Inumet) 


(Ingresan a sala representantes de la Unión de Vendedores de Nafta del Uruguay, Unvenu) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a la doctora Luisa Iturralde, el directivo César Perrone y el gerente 
Federico de Castro, integrantes de la Unión de Vendedores de Nafta del Uruguay. 


Los escuchamos con mucho gusto. 


SEÑORA ITURRALDE (Luisa).- Como representantes de la Unión de Vendedores de nafta del Uruguay 
agradecemos que nos reciban. 


Esta nota que leeré la entregamos hoy a secretaría. Como son muchos los temas que queremos trasmitir, 
decidimos plasmarlos por escrito. 


A esta asociación que agremia a aproximadamente cuatrocientos estacioneros de servicio en todo el país le 
resulta de mucho interés poner en vuestro conocimiento la posición que históricamente ha mantenido la 
Unvenu (Unión de Vendedores de Nafta del Uruguay) en relación a la negociación colectiva con los 
trabajadores del sector representados actualmente por la Unión Nacional de Trabajadores del Metal y Ramas 
Afines. 


En tal sentido, se ha negociado abiertamente y con total lealtad, profesionalidad y buena fe, tanto en esta 
nueva etapa de negociación colectiva iniciada en 2005 como aun antes de este período en negociaciones en 
las que la Unvenu siempre convino múltiples beneficios con los representantes de los trabajadores; 
anteriormente estaban representados por otro sector que no recuerdo en este momento. Siempre se negoció, 
también cuando era del Grupo 15. 


En las últimas semanas se han manejado por parte de la Unión Nacional do Trabajadores del Metal y Ramas 
Afines -Untmra- a nivel mediático e incluso ante esta misma Comisión versiones que involucran a la Unvenu 
en situaciones que le son ajenas. 


En efecto, la situación que nos ocupa refiere a la situación generada el 9 de junio del corriente en la estación 
de servicio La Cataluña SRL de Santa Clara de Olimar, en Treinta y Tres. 


Como antecedente de la situación del 9 de junio en Santa Clara de Olimar, corresponde expresar que a raíz 
de un despido dispuesto por La Cataluña SRL, el 8 de junio de 2018 se celebró ante la Dirección Nacional de 
Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social una audiencia con la presencia de los representantes 
profesionales del consejo de Salarios -Unvenu y la Untmra- así como con representantes de la empresa La 
Cataluña SRL y del propio trabajador involucrado. 


En tal audiencia La Cataluña SRL explicitó los motivos del despido y la Untmra reivindicó la anulación del 
mismo y el consiguiente reintegro del trabajador despedido. 


En esa audiencia las partes no llegaron a un acuerdo, ratificándose el despido por parte de La Cataluña SRL. 
Como consecuencia de tal desacuerdo, finalizada la audiencia la Untmra comunicó que se trasladaría a pasar 
el fin de semana en Santa Clara de Olimar. 


Al día siguiente, tal cual lo anunciado, algunos trabajadores de La Cataluña SRL, conjuntamente con 
representantes de la Untmra se constituyeron en la estación de servicio y tomaron acciones tendientes a 


impedir a su propietario y demás trabajadores que querían trabajar el despacho de combustible, así como la 
venta de otros insumos. La modalidad utilizada fue colocar cuatro vehículos en los accesos a los surtidores de 
la estación, situación que de hecho configuró una ocupación. 


Como es de público conocimiento, la población de Santa Clara de Olimar reaccionó ante tal medida 
haciendo largas filas para acceder a la estación de servicio a surtirse de combustible lo que a la postre 
provocó la desocupación por parte de los trabajadores ocupantes. 


Es de público conocimiento también que la Untmra afirmó tanto públicamente como ante la Comisión, que 
su presencia en la estación de servicio se limitó a una simple asamblea de trabajadores para comunicar la 
recomendación de la Dirección Nacional de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de 
reintegrar al trabajador. 


Tal versión de los hechos, con todo el respeto que nos merece la Untmra, es falsa en un doble sentido. En 
primer lugar, en la audiencia del 8 de junio la Dinatra no recomendó reintegrar al trabajador y, en segundo 
término, como se expuso antes se trató de una ocupación del lugar de trabajo y no de una asamblea pacífica. 


En efecto, cuando las asambleas se realizan en el lugar de trabajo requieren indefectiblemente el 
consentimiento de su propietario, situación que no ocurrió el 9 de junio en la estación de servicio La Cataluña 
SRL. Asimismo, las asambleas no interrumpen el servicio ni impiden a los demás trabajadores no 
participantes de la asamblea o a los propietarios continuar con su trabajo. 


Como Unvenu entendemos -así lo comunicamos públicamente- que la medida dispuesta por algunos 
trabajadores de La Cataluña SRL, apoyados por dirigentes de la Untmra, de bloquear el acceso a los 
surtidores e impedir el trabajo a quienes si querían -otros trabajadores y el propietario- no se trató de una 
asamblea sino, lisa llanamente de una ocupación. 


La Unvenu rechaza la licitud de las ocupaciones así como la posición doctrinaria y jurisprudencial que 
considera las ocupaciones como una extensión del derecho de huelga consagrado constitucionalmente y 
como tal respetado y valorado por la Unvenu. 


El derecho de huelga consagrado en el artículo 57 de la Constitución no puede contravenir los derechos 
fundamentales y de rango constitucional como los consagrados en el artículo 7” de la Constitución -vida, 
honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad-, la libertad de industria consagrada en el artículo 36 de la 
Constitución así como la libertad de trabajo de todos los trabajadores y ciudadanos consagrado en la ley. 


Desde 2005 ha sido una preocupación constante de la Unvenu la realidad padecida por sus asociados por la 
cual, ante decisiones empresariales que no son del agrado del sindicato, este las declara o las considera 
incumplimientos de los empleadores tomando como única medida de lucha las ocupaciones de los lugares de 
trabajo, en muchos cases sin tentar siquiera la conciliación ante la Dinatra. 


Es asimismo práctica habitual del sindicato nominar estas verdaderas ocupaciones como asambleas 
permanentes, pero en la realidad impiden el trabajo a quienes quieren trabajar. Los sucesos acaecidos en los 
últimos días en Santa Clara de Olimar ratifican la actitud denunciada en este momento acerca de las medidas 
extremas tomadas siempre por el sindicato. 


Resulta asimismo de interés de la Unvenu denunciar la circunstancia de que dichas ocupaciones ocurren 
indefectiblemente los días viernes, en alguna situación puntual como Santa Clara, los sábados, desocupando 
los domingos o lunes temprano, antes de la hora 13. 


La denunciada circunstancia es la habitual manera de proceder o modus operandi de los trabajadores de 
estaciones de servicios asistidos por la Untmra. 


Tal proceder, desde nuestro punto de vista, busca evitar el sometimiento a la autoridad de los magistrados 
del Poder Judicial, quienes mediante acciones de amparo dilucidarían la ilicitud de la medida de ocupación 
por vulnerar derechos constitucionales de otros trabajadores y de ciudadanos. Consecuentemente, eluden con 
esto el sometimiento al Estado de derecho mediante el cual, según consagra el artículo 10 de la Constitución, 
"Las acciones privadas de las personas que de ningún modo atacan el orden público ni perjudican a un 


tercero, están exentas de la autoridad de los magistrados". No es la situación, y lo mencionamos a contrario 
sensu. 


La Unvenu ofrece a la Comisión un detalle de las múltiples ocupaciones ocurridas en los últimos meses e 
inclusive los últimos años, según viene de denunciarse: circunstancias, antecedentes, día en que se produce, 
día en que se levanta. 


Finalmente, la Unvenu exhorta a las autoridades a tomar las medidas necesarias para que situaciones como 
las denunciadas sean controladas, garantizándose así la protección de los derechos de todos los ciudadanos. 


SEÑOR PERRONE (César).- Estamos totalmente de acuerdo con lo que expresó la doctora Iturralde. Sería 
muy interesante que tuvieran en cuenta la documentación y que accedan a todos los datos anexos para 
corroborar lo que decimos. 


SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- Agradecemos la presencia de la delegación y el informe detallado de la 
patronal, sumamente claro. 


Esta situación que se dio en Santa Clara generó importantes polémicas públicas a través de redes sociales y 
medios de prensa, algunas de las cuales intentaron involucrar a mi Partido, el Partido Nacional. Por supuesto, 
el Partido a través de los legisladores, con el señor diputado Bacigalupe y el secretario del Directorio que 
concurrió a la Comisión, desestimaron cualquier involucramiento político- partidario en esta situación. 


Consideramos que la nota presentada por la delegación ha sido aclaratoria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recibimos no solo a la Untmra sino también a otros actores, por ejemplo al jefe y 
subjefe de Policía del departamento. Vimos los videos que se nos presentó sobre la situación, y la Comisión 
unánimemente rechaza los actos de violencia que quedaron demostrados que impedían el ejercicio de la 
actividad sindical que se estaba desarrollando. Todos los sectores representados en la Comisión rechazan los 
actos de violencia y el impedimento de desarrollar actividad sindical por parte de un grupo de personas en 
Santa Clara de Olimar. 


Los trabajadores expresaron que estaban realizando una asamblea. El jefe de Policía constató que se 
despachó combustible; en su momento eso les fue planteado a los trabajadores y accedieron a que se 
despachara combustible... 


SEÑOR DE CASTRO (Federico).- Creo que eso no surge de la versión taquigráfica que leímos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El jefe de Policía expresó que a su solicitud los trabajadores permitieron que se 
despachara combustible. Eso está en la versión taquigráfica. 


Ustedes, con todo derecho hacen consideraciones sobre medidas sindicales e inclusive plantean que no 
comparten que la ocupación sea una extensión del derecho de huelga. Tienen todo el derecho de hacer esas 
consideraciones y a creerlo así. Personalmente creo que la ocupación no es una extensión del derecho de 
huelga; es una modalidad del derecho de huelga que se aplica en los distintos países en los que la democracia 
se respeta. 


No voy a entrar en consideraciones porque el sindicato tiene claro todo ese proceso de negociación y cómo 
se desarrollan las distintas posiciones sindicales; por tanto ese proceso hay que discutirlo con la organización 
sindical. Queda claro que lo que ocurrió en Santa Clara de Olimar fue un intento llevado adelante por 
determinadas personas de impedir el libre ejercicio de la actividad sindical y avasallar un derecho que tienen 
los trabajadores. Por tanto, lejos podría estar de compartir con ustedes que la actitud de los trabajadores fue 
violatoria de los derechos; la violación de derechos se produce por quienes impiden el desarrollo de la 
actividad sindical que se estaba llevando a cabo en ese lugar de trabajo. 


SEÑOR NÚÑEZ FALLABRINO (Gerardo).- En primer lugar, agradecemos la participación de la delegación. 


Hay varios elementos que desde nuestro punto de vista merecen quedar claros. Comparto la visión 
trasmitida aquí por el sindicato de la Untmra defendiendo antes que nada su derecho a realizar una asamblea 
de trabajadores y trabajadoras, que según nuestro punto de vista fue lo que sucedió. De hecho lo que aquí 


planteó el presidente respecto a las manifestaciones vertidas por el jefe de Policía de Treinta y Tres confirma 
que no estábamos frente a una ocupación sino frente a una asamblea de trabajadores que obviamente, en el 
ánimo de colaborar y ayudar en una situación que se fue de las manos, no por voluntad de los trabajadores 
sino por actores externos a la estación de servicio, se generó esta triste situación que hoy todos lamentamos. 
Aun así, si hubiese sido una ocupación, claramente lo que debe quedar expresado en esta Comisión es que no 
se pueden compartir esas formas de romper una medida sindical; así haya sido una ocupación, que no lo fue. 
Insisto en ese concepto: que hubiera automóviles en las entradas a la estación de servicio no es un argumento 
suficiente para decir que fue una ocupación. Acá, al costado del Palacio Legislativo -seguramente con la 
rendición de cuentas sucederá más frecuentemente- todos los meses tenemos cortes de calle, y eso no implica 
bajo ningún concepto que el Edificio Anexo o el Palacio Legislativo estén ocupados, aunque todas las calles 
del entorno corten los accesos. 


Tenemos que hacer un esfuerzo muy grande para todo lo que se viene, desafíos muy importantes para los 
trabajadores y empresarios para que este tipo de prácticas no vuelvan a suceder, que el conflicto laboral se 
defina en los espacios correspondientes, desde el punto de vista institucional, formal y no con actores 
externos que lamentablemente generaron una triste situación que pone en tela de juicio derechos pero sobre 
todo pone encima de la mesa una práctica de violencia que tenemos que desterrar. Hay que condenar todo 
tipo, forma y expresiones de violencia en la sociedad y, por lo tanto, ese tipo de prácticas no pueden ocurrir. 


Solicito se anexe la cantidad de ocupaciones y paros que hubo como mencionó la doctora Iturralde. 
SEÑORA ITURRALDE (Luisa).- ¡Cómo no! 


SEÑOR NÚÑEZ FALLABRINO (Gerardo).- Se expresó que era la única medida que se llevaba adelante 
pero no, hay otras que desarrollaron trabajadores y trabajadoras antes de generar ocupaciones, último escalón 
en la lucha que tienen un trabajador o trabajadora sindicalizados. Me consta que existieron otras formas de 
lucha y de organización de los trabajadores para llevar adelante su reivindicación. 


El objetivo de lo que conversamos en la sesión anterior, del día 22 de junio -que relató el diputado Puig-, 
tenía que ver con dar una señal fuerte de todos los actores, tanto de los trabajadores y trabajadoras como de 
las cámaras empresariales y los partidos políticos, para que las dificultades en el marco de las relaciones 
laborales no se diriman por la vía de la violencia. Creo que en eso tenemos que coincidir todos más allá de las 
diferencias, los distintos puntos de vista y los matices que puedan existir respecto al tema de fondo. 


Además, quisiera solicitar que la doctora Iturralde o la delegación se explayara en cuanto a lo que fue el 
acuerdo de la Dinatra, porque se dijo que no se había recomendado por parte del Ministerio el reintegro del 
trabajador. 


SEÑORA ITURRALDE (Lucía).- En esta audiencia del 8 de junio no hubo un acuerdo, y también ponemos a 
disposición de la Comisión un informe detallado que hizo la propia Dirección Nacional de Trabajo a solicitud 
de la Untmra para un juicio de amparo que actualmente se está dilucidando a efectos del reintegro del 
trabajador, del que claramente surge que no hubo una propuesta de reintegro. De manera clara la Dinatra, 
cumpliendo su cometido, hizo intentos de acercamiento pero no hubo ninguna propuesta ni recomendación 
de reintegro, ni tampoco un acuerdo porque, precisamente, la reunión terminó en desacuerdo. 


Me gustaría hacer algunas otras aclaraciones. Nosotros leímos la versión taquigráfica en la que constan los 
dichos del jefe de policía y no coincidimos exactamente con ellos pero, aun entendiendo que dijeron que no 
se trataba de una ocupación, yo creo que debemos tener mucho cuidado con la riqueza del lenguaje y no usar 
eufemismos porque desde el momento en que se permite el despacho por parte de los trabajadores es porque 
antes se lo impidió. Tenemos constatación notarial de fotos que evidencian que claramente impedían el 
acceso de clientes a la estación. 


Lamento discrepar rotundamente con el diputado Núñez en cuanto a asimilar la situación a los piquetes o 
reuniones que se crean en la calle, en primer término porque los piquetes son ilegítimos y, en segundo lugar, 
porque se realizan en la vía pública y no en una propiedad privada como un establecimiento comercial. 


En definitiva, llamándole a la cosas por su nombre, como ya expresamos en la nota y lo habíamos dicho 
públicamente, las asambleas -salvo que esté reglamentado lo contrario en el convenio colectivo- no son en el 
lugar de trabajo y requieren la autorización de su propietario. A veces, en los convenios colectivos -me consta 


que existen muchos en este sentido- se prevé que basta con una comunicación que exprese que se va a 
realizar una asamblea en el lugar de trabajo, pero ese no es el caso en el sector que nos ocupa. 


Y hablando de la violencia que todos estamos de acuerdo en que hay que erradicar de nuestras propias casas 
y de todos los ámbitos, la medida de violencia por excelencia -definida por el propio Ermida- es la ocupación 
del lugar de trabajo. Esa es la máxima medida que tienen los trabajadores. La huelga en sí misma está 
definida históricamente como una medida de violencia; hoy es legítima y está protegida por las diferentes 
legislaciones, pero es una medida de violencia. 


Entonces, nosotros nos desentendemos absolutamente de los hechos ocurridos luego por parte de la 
población, espontáneos o no, promovidos por algún partido -aunque lo ha rechazado expresamente- o por 
otras organizaciones. Tanto en nombre de la Unión de Vendedores de Nafta del Uruguay, como en este caso 
en representación de nuestro asociado, el propietario, nos desvinculamos absolutamente de los hechos que 
entendemos que fueron absolutamente espontáneos y creo que un poco impulsados por la situación de ese 
día, ya que tenía lugar el único raíd que hay en todo el año en Santa Clara. Por eso creo que hubo un enojo de 
la gente que se reflejó en los videos que todos vimos circular. 


SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- Solamente quisiera precisar y dejar constancia de que la interpretación que 
algunos miembros de la Comisión han hecho de las expresiones de los señores jefe y subjefe de policía, que 
concurrieron a esta Comisión, no es la mía. Precisamente, el jefe comunicó que en horas del mediodía el 
propietario de la estación había ido a informar a la seccional que la estación estaba ocupada por los 
trabajadores -eso fue lo que informó- y que a las cinco o seis de la tarde, cuando ellos supieron del 
amontonamiento de gente y de la situación que se generó allí, que era complicada, fueron a hablar con los 
trabajadores a los efectos de que permitieran el ingreso a la estación -que hasta ese momento no estaba 
permitido- para que se pudiera despachar, a lo que los trabajadores accedieron. Es decir que de alguna 
manera coincidimos con que había una ocupación de hecho y, además, coincidimos con el Comité de 
Libertad Sindical de la OIT en cuanto a que esa no es una extensión del derecho de huelga; realmente 
Uruguay debería revisar eso y generar un protocolo a esos efectos. 


Evidentemente condenamos la violencia en todas sus manifestaciones y expresiones y entendemos que a 
veces la violencia también se ejerce con este tipo de presiones indebidas ante los ciudadanos, como en el 
tema de los piquetes. En ese sentido, el Poder Ejecutivo ya ha determinado que no va a permitir la falta de 
circulación libre, porque también está afectando el derecho de otros trabajadores y ciudadanos que tienen 
derecho a circular libremente por el territorio nacional. 


SEÑOR NÚÑEZ FALLABRINO (Gerardo).- Yo voy a leer lo que dijo el señor Víctor Sánchez, jefe de 
Policía, porque me parece que clarifica la situación y, además, contribuye a lo que algunos legisladores 
hemos planteado en el día de hoy. El señor Sánchez dijo: "En cuanto a lo que sucedió, si fue ocupación o fue 
una asamblea, el propietario de la estación de Ancap de Santa Clara a las 11 y 30 puso en conocimiento de la 
situación a la policía y señaló que había sido ocupada; había vehículos alrededor de los surtidores, con 
cartelería, que impedían el expendio de combustible. Eso no fue constatado porque al enterarse la fiscal de 
que se trataba de un tema laboral y sindical, no existe constatación de esos dichos". Eso lo dijo refiriéndose a 
que la estación había estado ocupada. Continuó expresando: "A las 17 y 30 llaman a la policía porque había 
desorden. Los policías que concurren al lugar hablan con los integrantes de la gremial y les expresan si no 
tenían inconveniente en que se pudiera cargar combustible; los vehículos que estaban allí -no podemos decir 
en qué momento fueron colocados- son retirados así como la cartelería y se procede a despachar 
combustible". Desde nuestro punto de vista esto claramente afirma el concepto o la idea de que lo que se 
estaba desarrollando en la estación de Santa Clara era una asamblea de trabajadores y trabajadoras, una 
instancia de diálogo para poner en consideración lo que había sido la reunión del día anterior en el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, donde había habido una propuesta que así fue relatada por parte de la 
delegación sindical en esta Comisión. Eso es con lo que yo me quedo desde el punto de vista de los relatos. 


Obviamente, según mi forma de pensar y ver las cosas, el ejercicio de un derecho laboral, en este caso de 
los trabajadores sindicalizados, no es un acto de violencia sino un acto de justicia y una conquista 
democrática que, obviamente, está amparada en la Constitución, las leyes y normativa internacional. Por lo 
tanto, no considero una acción sindical amparada bajo esta lógica como un acto de violencia o atropello a 
otros derechos. Eso es parte de la discusión y del debate que debemos generar. 


Fijémonos si habrá sido importante la actuación de este grupo que se autoconvocó en las inmediaciones de 
la estación que hoy prácticamente no se discute el motivo por el cual se desarrolló la asamblea de 
trabajadores y trabajadores. Hoy no se discute por qué se despidió al trabajador ni por qué es importante que 
se reintegre al trabajador que fue despedido, sino lo relativo a esa autoconvocatoria de gente que no solo era 
de Santa Clara sino de otras inmediaciones. Además -me consta por lo que ha sucedido hace pocos días- el 
pueblo de Santa Clara podrá tener sus opiniones con respecto a lo que sucedió pero lo que está claro es que 
hay un camino de entendimiento entre los trabajadores, las trabajadoras y la población de ese lugar, que se 
arrimó a desarrollar una asamblea conjunta con los trabajadores hace pocos días, precisamente cuando 
estuvimos sesionando en esta Comisión, el día 22 de junio, y creo que ese es el camino de entendimiento y 
diálogo que hay que impulsar. Pero esa autoconvocatoria de gente que no sabemos muy bien de dónde 
procedió -alguna de ella dijo ser del grupo de los autoconvocados y vincularse desde el punto de vista de la 
militancia a determinados partidos políticos-, no solamente quita el eje de la discusión central, que era el 
reintegro de un trabajador despedido, sino que además procede de una manera violenta y genera un 
precedente que a nosotros nos preocupa mucho y ojalá que ese no sea el mecanismo para resolver los 
conflictos laborales que seguramente van a existir; esto es parte de la lógica que se da en las relaciones 
laborales. 


SEÑORA ITURRALDE (Lucía).- No quisiera convertir esto en un diálogo pero querría hacer un par de 
aclaraciones. 


En primer término, no está siendo para nada dejado de lado el tema central que es el reintegro o no del 
trabajador. Actualmente -como lo dije antes- hay una acción de amparo, porque en este país tenemos la Ley 
N* 17.940, de protección del fuero sindical, que prevé esta situación. Afortunadamente los trabajadores la 
utilizaron y hoy se está dilucidando el tema donde corresponde, según nuestro modesto entender, que es en el 
Poder Judicial. Más allá de que vengamos a dar las explicaciones y de que la Dinatra nos haya vuelto a 
convocar después de ese viernes 8 de junio, en un Estado de Derecho quien tiene que resolver este tema 
cuando las partes en ejercicio de su libertad no se ponen de acuerdo, es solo el Poder Judicial. 


Nos interesa especialmente destacar dos cuestiones porque aquí parece que de los mismos hechos hacemos 
dos lecturas totalmente distintas. Cuando la señora fiscal se entera a través de la policía que el señor 
González denunció que estaba siendo ocupada la estación, dijo: "La policía no va porque el decreto de 
desalojo de lugares de ocupación está derogado". La policía no va y es una ocupación; punto uno. 


En cuanto a la cartelería y los autos hay constatación notarial de la hora 13 o 14 y volvemos a ofrecerla a la 
Comisión. Los hechos son los hechos; les podremos dar cierto matiz o interpretación y nos podrá caer bien 
una parte u otra, pero los hechos son la realidad. Los cuatro autos bloqueaban el ingreso a la estación y 
olvidamos de expresar en la nota que había importante cartelería con dichos, a nuestro entender falsos -como 
ya dijimos-, en cuanto a que el Ministerio recomendaba la reinstalación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me había anotado leer algunos de los párrafos que leyó el diputado Núñez, por lo 
que no los voy a reiterar. Sí quiero referirme a la expresión que afirma que acá la violencia se produce a partir 
de que se plantea en términos generales la huelga o la ocupación. Yo personalmente creo que el primer acto 
de violencia en este caso es el despido del trabajador; eso es lo que genera esta situación. 


Hay convenios de la OIT cuya ratificación ha solicitado esta Comisión, como el N* 158, que brindan 
garantías para los trabajadores y no permiten que se establezca un abuso sistemático del despido de 
trabajadores, como utilizan las patronales en nuestro país. Digo esto para señalar un hecho de violencia que 
desencadenó otos que realmente no compartimos. 


SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- Quisiera responder al diputado Núñez porque el debate ya se fue hacia otro 
horizonte y entiendo que, según la lectura de la versión taquigráfica que hizo el diputado Núñez, cuando el 
jefe del policía habló dijo que eso no se constató a las 12 y 30 sino a las 17 horas cuando le pidieron que 
retiraran los vehículos y la cartelería; allí se constató que había vehículos y cartelería impidiendo el acceso a 
los surtidores. Eso surge de la lectura de toda la versión taquigráfica y de su contexto. Solamente quería 
aclarar eso ya que en definitiva a nuestro entender había una ocupación de hecho. 


SEÑORA ITURRALDE (Lucía).- Como cierre, y únicamente hablando de este tema de la violencia que nos 
preocupa tanto a todos, entendemos y ratificamos que en nuestro país hay leyes que protegen de los abusos 
cuando el despido de los trabajadores es por motivos sindicales. Es decir que no es que haya violencia al 


despedir, porque lo que está protegido es el derecho de huelga y de sindicalización y hay leyes que defienden 
esos derechos. Entendemos -pero considero que esa es una discrepancia ideológica- que un despido por 
cuestiones de disconformidad, mal rendimiento, etcétera, está dentro del ámbito de la propiedad privada y de 
la dirección de la empresa. Impedir el acceso al lugar de trabajo a otros trabajadores es un ejercicio de 
violencia y en la medida en que sigamos teniendo estas situaciones de violencia y analicemos quién las 
empieza, si el que despide o el que ocupa, y entendamos que es quien despide, salvo que sea por motivos 
sindicales está haciendo ejercicio de un derecho. Y tanto es un derecho que la ley protege al trabajador 
despedido determinando que reciba una indemnización por despido; se trata de un derecho que causa un daño 
y la ley manda al empleador a pagar una indemnización para subsanar o paliar ese daño. 


Básicamente queríamos decir eso. 
Estamos a las órdenes con respecto a la documentación ofrecida. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias; les agradecemos la presencia. 
(Se retira de sala la delegación de la Unión de Vendedores de Nafta del Uruguay) 


(Ingresa a sala el edil por el departamento de Artigas, doctor Marcelo Adrián Silva Gorgoroso) 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida al edil del departamento de Artigas, doctor 
Marcelo Adrián Silva Gorgoroso. Recibimos una nota con su nombre, pero sin su firma; suponemos que la 
envió usted. 


SEÑOR SILVA GORGOROSO (Marcelo Adrián).- A los pocos días envié nuevamente la nota con firma. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No nos llegó. Simplemente, es una formalidad. 
SEÑOR SILVA GORGOROSO (Marcelo Adrián).- Buenos días. 


Agradezco a la Comisión por recibirme. Agradezco también la atención del secretario de la Comisión, señor 
Ortiz, por su gestión para cambiar la fecha de esta visita, porque nos resultaba complicado asistir en la que se 
fijó en primera instancia. 


Más que una denuncia, hoy en día esto es un desahogo. Voy a hablar de un tema que nos produjo bastantes 
disgustos. De todas maneras, como es nuestra costumbre, como edil del departamento hacemos todos los 
trámites que se nos piden. 


Concretamente, quiero referirme a una denuncia de funcionarios del Instituto Nacional de Rehabilitación en 
Artigas, quienes dieron cuenta de actos de corrupción y, más relacionados con la competencia de esta 
Comisión, actos de persecución laboral, acoso laboral e, inclusive, acoso sexual contra funcionarios de este 
instituto nacional que nada de rehabilitación tiene al día de hoy. 


Hemos escuchado muy poco de la clase política sobre los reclusos, las cárceles y su funcionamiento, pero, 
en realidad, es un tema preocupante. 


Ante la corrupción o ante actos irregulares -para ser más precisos-, los funcionarios realizaron denuncias 
que se encuentran encajonadas; no se les ha dado el trámite correspondiente. En todos los casos, el hilo se ha 
terminado rompiendo por el lado más débil, por el lado del trabajador. Lejos de sancionar a los jerarcas del 
Instituto Nacional de Rehabilitación, Unidades 21 y 27, del departamento de Artigas, se procede al traslado 
de los funcionarios, lo cual termina siendo una sanción. 


Los funcionarios, preocupados -más que preocupados, decepcionados por el sistema, debido a que sus 
denuncias siempre quedan en un cajón o, prácticamente, en la nada, y son ellos los que terminan 
perjudicándose-, recurrieron a mí. Considero que el órgano que tiene el contralor sobre los organismos del 
Estado, en particular, en este caso, el Instituto Nacional de Rehabilitación, tendría que ser el Poder 
Legislativo y, sobre todo, el Comisionado Parlamentario para el Sistema Penitenciario, señor Petit, con quien 
también estuvimos hablando. 


Entendemos que vivimos en un régimen democrático y que el autocontrol o el control recíproco de los 
Poderes es importante para que se pueda ejercer la democracia. Si no hay control sobre estos actos 
autoritarios de un organismo como el INR -reitero que se hacen las denuncias, pero quedan en un cajón; 
inclusive, hay denuncias que fueron realizadas hace más de un año y que no han tenido movimiento alguno 
en este Instituto Nacional de Rehabilitación, en el departamento de Artigas-, si no existen sistemas de 
contralor sobre estos organismos, no estamos viviendo en un régimen democrático, sino, lejos de ello, 
estaríamos en un régimen fascista, como ya lo dijimos en varias oportunidades en el departamento de Artigas. 


En la nota que les enviamos hicimos un pequeño resumen de algunas de las cuestiones denunciadas. 
Algunos funcionarios denunciaron el encubrimiento de la muerte de un recluso por omisión de asistencia, 
pero nada pasó. Como consecuencia de una investigación anterior, se constató acoso sexual contra 
funcionarios, pero nada se ha hecho. Asimismo, como consecuencia de algunas de las denuncias, algunos 
funcionarios fueron separados de sus cargos, pero continúan desempeñándolos, incumpliendo la resolución 
correspondiente y demostrando que el sistema de contralor interno no funciona. En el caso de la muerte del 
recluso por omisión de asistencia también existió un caso de usurpación de título. Nos referimos a una 
funcionaria que se desempeñaba como enfermera sin tener el título correspondiente, además de otras 
irregularidades. 


Y llegamos al punto máximo, que desencadena esta denuncia. Estoy hablando de una presunta orgía que 
habría tenido lugar en la Unidad 27 del INR. También en este caso, así como en denuncias de hechos de 
racismo, si bien se procede a la investigación correspondiente, quedan en cajones y transcurre el tiempo sin 
que pase nada. 


También tenemos el caso de alguna investigación administrativa que una funcionaria denuncia que se Inició 
hace más de dos años y que desde hace un año y dos meses no tiene movimiento alguno. 


Una de las personas implicadas en estos temas de corrupción, anteriormente, cuando fue director de la 
Intendencia de Artigas, también fue denunciado por una funcionaria por acoso sexual. 


Hoy vine solo. Podría haber venido con los funcionarios si no estuvieran tan decepcionados y asustados 
como están. Al día de hoy, ellos sienten que las autoridades del INR, los subdirectores, así como aquellas 
personas que ocupan cargos políticos, tienen total impunidad y pueden hacer lo que quieran. 


Lo mismo pasa con los reclusos, a los que se amenaza con su traslado a locales como la unidad carcelaria 
Cerro del Carancho, de la ciudad de Rivera, si declaran los hechos reales ante el Comisionado Parlamentario 
para el Sistema Penitenciario. Y esto no queda solo en las amenazas. 


Tengo la poca fortuna de que mi hijastro -el hijo de mi señora esposa- esté recluido. Desde el primer 
momento aparecieron las amenazas y los funcionarios nos alertaron de que se iba a hacer la famosa "cama", 
como se dice en la jerga popular, para provocar a este muchacho y, como ejemplo para todo aquel que quiera 
cruzarse en el camino de estos jerarcas, proceder a su traslado. Efectivamente, una semana antes de la fecha 
fijada para que yo me hiciera presente aquí, para exponer ante ustedes, este muchacho fue trasladado, 
nosotros consideramos que sin razón. De esta manera se da un mensaje, no solo a los reclusos, sino también a 
los funcionarios, dado que todos los funcionarios que han denunciado algún tipo de irregularidad en el INR, 
en el departamento de Artigas, han sufrido algún tipo de consecuencia en su contra, como amenazas e 
intrigas. Como decíamos, sus denuncias van a parar a un cajón sin que se haga nada. Se tiene la sensación de 
que estas autoridades carcelarias son impunes y pueden hacer lo que quieran. 


Vengo a exponer esta situación ante ustedes desde el punto de vista laboral. El secretario de la Comisión, 
señor Ortiz, nos aclaraba que en este ámbito se analizan las leyes o normativas que benefician a los 
trabajadores. Entendemos que aquellos que están abocados al análisis de leyes necesarias para los 
trabajadores también deben trabajar a los efectos de hacer cumplir aquellas leyes laborales que han sido 
dictadas en beneficio de los trabajadores. La persecución laboral, el acoso laboral, es una cuestión en la que 
debemos empezar a trabajar como país, desde el punto de vista institucional. Entendemos que se debe 
empezar a trabajar en esto, principalmente, desde el Estado. Personalmente, presentamos un proyecto a nivel 
departamental, a los efectos de erradicar cualquier tipo de persecución o de acoso laboral en sus distintas 
manifestaciones. 


Es en ese sentido que estamos acá. Si los trabajadores hubieran tenido la seguridad de que efectivamente 
iban a ser protegidos por la ley, por los encargados de hacer la ley, hoy habría cuatro funcionarios 
acompañándome, reafirmando esta denuncia. Mientras las autoridades se escondan en la impunidad y los 
funcionarios sigan temiendo las represalias, estos hechos seguirán repitiéndose. 


Históricamente, este país ha defendido al trabajador, pero hoy estamos en deuda con el trabajador en cuanto 
a la protección ante cualquier tipo de manifestación de acoso laboral y de persecución laboral como las que 
se están dando en Artigas. 


Si se demuestra interés sobre el tema, si estos trabajadores se sienten respaldados y seguros de que no habrá 
más represalias o venganzas por sus denuncias, aparecerán más denuncias y otras cosas mucho más 
importantes. 


Cuando hablamos con el secretario Ortiz, nos aclaró que esta reunión iba a ser pública. No tenemos 
problema con eso. Ya lo hemos hecho público y tomamos la responsabilidad personalmente. ¿Por qué? 
Porque no queremos que estos trabajadores sigan sufriendo cualquier tipo de persecución. Por eso vamos a 
mantener en reserva los nombres de los funcionarios que han presentado estas denuncias. Reitero: cuando 
sientan un mínimo respaldo de la clase política con respecto a las denuncias que realizaron, se van a 
manifestar con fuerza. Estamos seguros de que existen todas las pruebas necesarias para confirmar estos 
hechos. 


Inclusive, el INR, por intermedio del Ministerio del Interior, hace llegar a la justicia penal y a la justicia 
competente todo aquello que considera más oportuno, utilizando la intimidación a los efectos de encubrir 
todos estos hechos. 


Los hechos que denunciamos están resumidos en la nota que les hicimos llegar y que, repito, nos extraña 
que no esté firmada. Una de las copias fue enviada por correo y la otra la mandamos aquí, al Palacio 
Legislativo, al despacho del señor diputado Mario Ayala. 


De mi parte, muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al diputado Amarilla quiero hacer una precisión. Secretaría 
nos informó que hasta el día de hoy no había llegado la nota firmada, pero es nada más que un detalle. Si le 
llama la atención, consúltelo con quien la mandó. 


SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- Quiero agradecer al doctor Silva Gorgoroso su presencia en la Comisión y 
expresar nuestra preocupación por la situación. 


Hace algunos días se dio a conocer un caso de acoso y discriminación de un trabajador en una estación de 
servicio de Montevideo. El tema fue tomado por toda la prensa y se dio a conocer a nivel nacional. 
Lamentablemente, esto nos da la pauta de que tal vez haya decenas o centenas de hechos similares en el país, 
pero no tienen la suerte de que se de a conocer la filmación o se viralice en las redes sociales. 


Como Comisión de Legislación del Trabajo y como Parlamento estamos en el debe con respecto a este 
tema, porque tenemos en carpeta un proyecto de ley sobre acoso laboral que aún no hemos resuelto. 
Esperamos poder avanzar este año en su tratamiento y aprobación por parte de la Comisión. 


Queremos dar al doctor Silva Gorgoroso la garantía de que la Comisión tomará el tema, considerará esta 
denuncia. Probablemente, citaremos a las autoridades correspondientes para conversar sobre estos hechos de 
acoso, discriminación racial y encubrimiento, que es gravísimo. Lamentablemente, ya estamos 
acostumbrados a la usurpación de títulos porque ha habido varios casos. Este no es el primero en el 
Ministerio del Interior; ha habido otros que han motivado algunas renuncias o la terminación de algunos 
contratos laborales. 


Agradecemos mucho la presentación de esta nota. Esperamos poder avanzar en el tema en la Comisión. Tal 
vez, citemos a las autoridades del INR para hablar sobre el tema. Seguramente, nos reclamarán los nombres 
de las personas involucradas en estas situaciones, porque la autoridad no puede avanzar si no tiene elementos 
concretos. Desde la Comisión -estoy seguro de que esto es compartido por todos sus integrantes-, damos 
nuestro respaldo absoluto y total a las víctimas denunciantes, a las que debemos proteger y salvaguardar para 


que no salgan peor paradas de lo que están ahora, es decir, para que su situación laboral, que ya es 
complicada, no se agrave aún más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la nota que nos hizo llegar hay afirmaciones y denuncias muy graves que creo 
que esta Comisión va a plantearse encararlas. Estoy convencido de que inmediatamente hay que convocar al 
Instituto Nacional de Rehabilitación y al Ministerio del Interior para que nos den su visión en torno al tema. 


Quiero hacer una pregunta al doctor acerca del segundo punto de la nota, que dice: "Las denuncias son 
abundantes y por distintos hechos, entre los cuales podemos enumerar: acoso sexual, acoso laboral, 
discriminación racial, encubrimiento de muerte de un recluso por omisión de asistencia, orgía entre 
funcionarios, reclusos y reclusas de unidad 27". Me gustaría saber si, dada la gravedad de estos hechos, se 
realizó denuncia penal. 


SEÑOR SILVA GORGOROSO (Marcelo Adrián).- En la mayoría de los casos se realizó el trámite de la 
investigación administrativa correspondiente. Además, en uno de los casos se realizó denuncia ante el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


En los casos más graves -entre ellos, el encubrimiento de la muerte de un recluso-, se llegó a la órbita penal, 
pero de forma maquillada. Actualmente, el tema de la muerte del funcionario se encuentra en manos de 
Asuntos Internos del Instituto Nacional de Rehabilitación. Se comienza con la investigación y surgen 
elementos de convicción en el expediente sobre acoso sexual y la usurpación de un título, algo que va más 
allá. Aparecen recetas médicas con una firma presuntamente apócrifa. También aparecen recetas a nombre de 
reclusos con medicamentos que no eran suministrados a ellos. Por lo tanto, no se sabe el destino efectivo de 
esos medicamentos; presuntamente eran utilizados en intereses personales. Todo esto está en la órbita de 
Asuntos Internos. 


Con respecto al tema de la orgía en la Unidad 27, se realizó la denuncia ante el comisionado parlamentario. 
El hecho habría ocurrido un día sábado y, al lunes siguiente, se llamó a los reclusos, se borraron fotos y 
videos sobre el hecho, y se comenzó con las mismas amenazas de siempre. La Unidad 27 es especial, es una 
chacra, a la que deberían ir reclusos con determinado perfil; es un privilegio. Allí, la persona trabaja en la 
chacra, y perder eso es algo bastante amenazador para cualquier recluso. Debería ser para perfiles especiales. 
En varias oportunidades se nos negó el traslado para mujeres con hijos menores por casos de droga, pero 
tenemos a un traficante de mala conducta -es reincidente: fue procesado por segunda vez- residiendo allí, lo 
cual nos llama mucho la atención. 


En todos los casos se dieron los trámites internos correspondientes. El que está en omisión de realizar las 
denuncias es el Instituto Nacional de Rehabilitación. En definitiva, sería el paso final que buscaríamos con 
estos funcionarios cuando tengamos alguna resolución de las denuncias internas, que siempre terminan en un 
cajón. Una de las funcionarias realizó una denuncia hace caso dos años. Ya recibió dos traslados -lo que la 
perjudicó económicamente-, y su denuncia hacía un año y dos meses que estaba en un cajón sin recibir 
trámite alguno. 


Cuando el funcionario denuncia ante la autoridad, esta debe investigar y realizar la posterior denuncia. En 
caso de que la autoridad no lo hiciera, podría realizarlo el funcionario, pero el temor que tiene por las 
consecuencias o las sanciones que puedan recibir es muy grande. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Se trata de denuncias muy graves. 
Más allá de invitar a las autoridades del INR, quiero citar al comisionado parlamentario. 
(¡Apoyados!) 


SEÑOR SILVA GORGOROSO (Marcelo Adrián).- Aclaro que me reuní con el comisionado parlamentario el 
día 4 de junio del presente año y que está en conocimiento de todos estos hechos. 


Para ambos casos tengo copia de los expedientes que fueron iniciados y de las denuncias que fueron 
realizadas por estos funcionarios, y se los puedo hacer llegar. Reitero: los funcionarios tienen determinado 
temor y se mostraron bastante reacios en algunos temas. Los iba a traer hoy, pero me dijeron: "Si esto sigue 
un trámite, nosotros te entregamos la copia de estos expedientes". Entonces, expresé: "Creo que hay 


posibilidad de remitir las copias en un sobre, a nombre del presidente, de los expedientes administrativos y de 
las denuncias administrativas, entre ellas, las de discriminación racial, etcétera, que fueron realizadas por los 
funcionarios y que placenteramente duermen en un cajón de escritorio al día de hoy". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a incorporar la solicitud del señor diputado Daniel Placeres. 


Al mismo tiempo, esta comisión está dispuesta a recibir a los funcionarios. Sería una omisión de nuestra 
parte que no nos planteáramos recibirlos. 


SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- Con las reservas del caso, obviamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de una cuestión de carácter personal. Ante esta situación y con la 
convicción que el doctor Marcelo Silva manifestó, creo que corresponde una denuncia penal. Estamos 
hablando del encubrimiento de la muerte de un recluso por omisión de asistencia, de acoso sexual, de acoso 
laboral, de discriminación racial y de una orgía entre funcionarios, reclusos y reclusas. Acá se están 
denunciando delitos, y esta Comisión va a seguir los trámites que corresponda. Va a convocar a todos quienes 
hemos dicho. 


De todos modos, debería actuar la justicia para corroborar o no estos hechos. Esta Comisión no puede 
convertirse en un juzgado; va a dar todos los pasos necesarios. Además, me gustaría que actuara la justicia. 


Le agradecemos su presencia. 
Se levanta la reunión. 


Ver documento adjunto 
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